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2 BASES para el largo plazo

Reconocemos en primer 
lugar el valor de la demo-
cracia entendida como 
gestión participativa del 
Estado, a través de órga-
nos específicos de repre-
sentación y control, al 
servicio del bien común.

Una democracia que más 
allá de sus reglas, tenga 
un alma constituida por 
valores fundamentales 
de respeto a los derechos 
humanos, pluralismo y 
tolerancia, enmarcados 
dentro de nuestras tradi-
ciones históricas ligadas 
a Occidente.

Estimamos una noción 
equilibrada del Estado, 
que subraye su valor y 
necesidad pero que no 
tenga ninguna pretensión 

de la Fundación Norte y Sur

totalitaria o socializan-
te, un Estado concebido 
como servicio de síntesis, 
de protección y orienta-
ción de la sociedad civil 
pero no de su reemplazo o 
avasallamiento. Un Estado 
que estimule la iniciati-
va privada y el mercado, 
mantenga la estabilidad 
monetaria, proteja al 
trabajador y a los más 
débiles de la prepotencia 
o indiferencia de los fuer-
tes, que estimule la com-
petencia, la apertura y la 
desregulación económica, 
que reconozca nuestra 
tradición, manteniendo el 
equilibrio regional y la 
integridad territorial.

Estado de derecho y al 
mismo tiempo Estado so-
cial, que ofrezca todas las 

Principios

I. garantías jurídicas de 
una convivencia ordena-
da, que brinde un marco 
de igualdad de oportuni-
dades, priorizando la ele-
vación humana a través 
de la educación integral, 
el acceso a vivienda y la 
protección del ambiente.

Procuramos, en síntesis, 
un orden articulado que 
se realice en la socie-
dad civil con el respeto 
a la autonomía de los 
grupos económicos, so-
ciales, políticos y cultu-
rales comenzando por la 
familia y con la protec-
ción y el estímulo del 
Estado.

II.

III.

IV.

V.
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Editorial

Luego de casi dos años y siete publicaciones de la revista bases, podemos decir 
que vamos cumpliendo con nuestro objetivo: generar un espacio de debate que 
se concentre en el largo plazo. Los temas que cruzan al largo plazo y a la co-
yuntura pueden ser los mismos, pero el enfoque, si nos interesa el largo plazo, 
es bien distinto.

La coyuntura  por lo general resulta más atractiva. Una publicación que se enfoca 
en los temas de largo plazo no atrae tanto, pero la gran ventaja es que no se 
desvaloriza. Releyendo algunos de los interesantes artículos publicados hace uno 
y hasta dos años, puedo asegurarles que casi no han perdido valor. 

Podemos pensar que el largo plazo se compone de una sucesión de eventos que 
se dan en el corto. Pero no es así. Las discusiones del rumbo y los objetivos de 
largo plazo ordenan los objetivos del corto plazo y permiten corregir desvíos. El 
proceso puede hacerse más eficientemente si sabemos a dónde vamos. Un barco 
que va hacia el norte puede que tenga que desviarse hacia el este o el oeste si 
se avecina una tormenta, pero una vez pasada la tempestad debería retomar su 
rumbo y corregir lo que se haya desviado. Si no sabe a dónde va, el resultado 
puede ser cualquier otro, mucho más azaroso.

Lo que resulta más interesante de la discusión del largo plazo, es que los 
incentivos, para bien o para mal, funcionan. Incluso en la discusión económi-
ca, la macroeconomía y la microeconomía casi no tienen diferencias. Este tema 
de los incentivos que operan en el largo plazo es el que nos sirve para analizar el 
aporte de los diferentes artículos que presentamos en este número.

Los incentivos que operan en los continuos ciclos económicos, muy bien descrip-
tos por Marcelo Capello, tienen que ver con los ciclos políticos, la necesidad de 
conseguir votos y como resultado lógico surge el populismo como forma de maxi-
mizar votos, perdiendo el tiempo para el desarrollo de largo plazo. ¿Por qué no 
ocurre lo mismo en otros países? Puede ser por diferentes sistemas electorales, 
niveles de educación o culturas, pero los países que han podido salir de la trampa 
populista son los que lograron generar una demanda social por soluciones perdu-
rables. En algunos casos el cambio se dio desde la dirigencia hacia la población 
y en otros la mejor educación o la experiencia de algún vecino generó un cambio 
en la demanda de la población que hizo cambiar a la dirigencia. Pero una cosa es 
clara, si no queremos “seguir perdiendo el tiempo”, tenemos que cambiar, como 
sociedad, lo que le pedimos a nuestros dirigentes.

Orlando Ferreres nos lleva a una interesantísima discusión sobre el federalismo al 
estilo argentino. Las provincias pobres o ricas, las provincias autosustentables, 
el sistema de coparticipación y sus resultados se ponen a consideración con un 
enfoque muy original. Aquí los incentivos son la clave otra vez. Si los incentivos 
que se generan en el actual sistema no funcionan para lograr los objetivos que 
se plantearon, como reducir la brecha de desarrollo entre provincias, pues habrá 
que diseñar otros más eficientes. Da la sensación que la clave estará no solo en 
las disparidades originales como asignador de recursos, sino en cumplimiento de 
objetivos como nuevo parámetro, para que opere como un premio.

Daniel Herrera plantea el nuevo paradigma del derecho, donde se ve el conflicto 
entre la soberanía de los países y los derechos humanos, que ponen al individuo 
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por sobre las naciones. Sin embargo, esa circularidad que parece no tener una 
solución, deja la puerta abierta a encontrar un punto fijo: si las naciones defien-
den los derechos humanos de sus individuos, no hay conflicto y si no lo hacen, 
sus individuos no son los que van a pedir que prime la soberanía, sólo lo hará 
su clase dirigente. En este sentido, el nuevo paradigma, así planteado sí parece 
tener los incentivos alineados hacia lo que el mundo necesita.  

La discusión planteada por Marta Barros sobre el rol del Estado en el mercado 
laboral, también nos lleva al tema de los incentivos, y no solo a los ya comenta-
dos incentivos electorales. La única forma de lograr reducir la dependencia de los 
ingresos estatales está en generar un sector privado que demande empleos, pero 
también planes sociales y empleos públicos que generen incentivos para pasarse 
al sector privado formal. Si el empleo público es más estable y mejor remunerado 
que el sector privado, el objetivo es difícil de lograr. Si los planes sociales se 
pierden con el empleo formal y no se recuperan ante la pérdida de empleo, se 
fomenta el empleo informal o se desincentiva cualquier empleo. Si no es eso lo 
que se busca, hay que cambiar los incentivos que rigen en la actualidad.

La aparente falta de planificación a largo plazo de Estados unidos, bien plan-
teada por Carolina Monti, también nos lleva a pensar en términos de incentivos. 
Los incentivos electorales, por una parte, que parecieran no estar correctamente 
alineados, pero también en los incentivos de la superpotencia económica para 
mantener su posición dominante. Si sus ciudadanos logran entender que si caen 
en la trampa populista, pueden perder el sitio que se han ganado con el esfuerzo 
de varias generaciones, posiblemente demanden seriedad. Si no lo logran, el 
liderazgo económico puede cambiar de manos.

El artículo de los Países Productores del Sur sobre recursos naturales y seguridad 
alimentaria es un excelente ejemplo de lo que puede lograrse con los objetivos 
claros e incentivos correctos. La capacidad de producción de los países de nues-
tro subcontinente puede ser mucho mayor a los ya halagüeños pronósticos. Pero 
dependerá de que se incentive creación y utilización de nuevas tecnologías, y 
eso nos lleva a la discusión de los derechos de propiedad. También dependerá de 
la ingeniería fiscal que se aplique, porque con impuestos distorsivos como las 
retenciones en Argentina no se va a lograr que la frontera agrícola se expanda 
tanto como sería factible. Pero además se necesita un fuerte desarrollo de la 
infraestructura y logística, que por ser inversiones de largo plazo, necesitan de 
reglas de juego e intervención del Sector Público, para lo cual hace falta enten-
der de la importancia estratégica del sector. 

Si no se cambian algunos incentivos, no debe sorprendernos que caigamos recu-
rrentemente en los mismos errores. Pero la tarea no es fácil. Esos incentivos, por 
más incorrectos que sean, cuentan con la férrea defensa de grupos de poder que 
se benefician con el status quo.

Desde este espacio seguiremos bregando por hacer todos los cambios que haga 
falta para que se aliñen los incentivos a los objetivos, sin importar los intereses 
que se afecten.

Francisco Gismondi

Director
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Provincias 
pobres, 

provincias 
¿ricas?

por Orlando Ferreres

El tema del federalismo económi-
co puede resumirse así: aunque 
muchas provincias pobres vienen 
recibiendo recursos de otras desde 
hace al menos 20 años, aún siguen 
siendo pobres. Las provincias más 
ricas vienen aportando todos los 
años sumas enormes de dinero 
para las provincias pobres y, al cabo 
de muchos ejercicios de entregar 
sus recursos, esas provincias ricas 
también se está empobreciendo. 
Esto así no puede funcionar. No es 
lógico que la conducción estratégi-
ca del país mantenga esta política 
de consumir los recursos y que, al 
final, nos demos cuenta de que no 
logra resultados duraderos para 
nadie.

Para poder medir este problema 
adecuadamente hemos considera-
do a cada provincia como un estado 
autónomo. Se han calculado los re-
cursos impositivos que genera cada 
provincia en base a la producción 
sectorial de cada jurisdicción. De 
esta forma se han distribuido los 
impuestos nacionales a cada estado 
local. Los impuestos provinciales y 
municipales se han asignado a la 
provincia respectiva.

Los gastos de la Nación (como no 
tiene ningún territorio propio) se 
han asignado a cada provincia en 
base al lugar de cobro de los em-
pleados nacionales o jubilados y 
pensionados. Los gastos de inver-
sión nacionales se distribuyeron 
por provincias según el lugar don-
de se ejecuta la obra. Los intereses 
de la deuda pública nacional y los 
superávit o déficit del gobierno 
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nacional no los hemos asignado a 
ninguna jurisdicción por falta de 
datos. Esto no modifica los análi-
sis que estamos haciendo acerca de 
quién pone o recibe dinero de una 
u otra provincia.

Finalmente, hemos comparado las 
provincias que aportan y las que 
reciben fondos con los niveles de 
pobreza de cada provincia, toman-
do el promedio de varios años para 
poder representar mejor la realidad 
de largo plazo.

El concepto pobreza que estamos utili-
zando es el de Necesidades Básicas In-
satisfechas (NBI) que está relacionado 
con las condiciones de vida. Para ser 
pobre, según el Censo, hay que tener al-
gunas de las siguientes privaciones:

»» Hacinamiento: hogares que tuvie-
ran más de 3 personas  por cuarto.
»» Vivienda: hogares que habitaran 

en una vivienda de tipo inconve-
niente (pieza de inquilinato, vivien-
da precaria u otro tipo).
»» Condiciones sanitarias: hogares 

que no tuvieran ningún tipo de re-
trete.
»» Asistencia escolar: hogares que 

tuvieran algún niño en edad esco-
lar que no asista a la escuela. 
»» Capacidad de subsistencia: hoga-

res que tuvieran 4 o más personas 
por miembro ocupado y, además, 
cuyo jefe tuviera baja educación.

El concepto de pobreza por NBI da en 
2010 un nivel de 9,1% de la población 
del país, en tanto que el concepto de po-
breza por ingresos para ese mismo año da 
28,7%. Consideraremos el menor, pero 
sabiendo que la pobreza por ingreso e 
inflación triplica a la calculada por NBI.

El cálculo fiscal de cada provincia, 
como si cada una fuera totalmente 
autónoma, es el único método que 
permite analizar la verdadera reali-
dad de las transferencias de recur-
sos interjurisdiccionales. Las regio-
nes que tienen más pobreza, como 
Formosa, Salta, Chaco, Santiago 
del Estero, Jujuy, Misiones y otras, 
son las que más dinero reciben de 
las poblaciones radicadas en otras 
regiones. En este cálculo el Estado 
Nacional no cuenta pues todo lo 
que gasta o recauda se ha distribui-
do en alguna provincia, aquí no se 
le puede echar la culpa al Estado 
Nacional, ¡el problema está en los 
gobiernos federales!

El menor nivel de pobreza por NBI 
lo tiene La Pampa, con un 3,5% y no 
aporta ni recibe fondos. De acuer-

do a este cálculo, Córdoba y CABA, 
que deben aportar todos los años 
unos u$s 1.500 millones, tienen 
una pobreza de 6%, ya mayor que la 
de La Pampa que no desangra nada.

A Santa Fe, una provincia muy rica 
que debe entregar todos los años 
unos u$s 2.500 millones, le empieza 
a crecer la pobreza por NBI la que 
llega al 6,5%, casi el doble de lo que 
tiene una provincia que no desangra.

Buenos Aires, que aporta casi u$s 
3.800 millones por año y además re-
cibe buena parte de la inmigración 
de las provincias pobres que van al 
Conurbano Bonaerense, tiene una 
pobreza NBI de 8%, similar a las de 
Chubut, Neuquén, Mendoza y San-
ta Cruz (provincias petroleras) que 
no aportan cifras altas.

Aporte Fiscal Neto y Pobreza (promedio 1999 a 2011)
Aportantes (-) / Receptoras (+) de fondos fiscales
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¿Cómo es posible que una provin-
cia rica, como Buenos Aires, tenga 
tan alta pobreza? Se debe a que, 
tal como está diseñado el esquema 
fiscal, debe entregar una enorme 
suma de dinero a otras provincias, 
las cuales en lugar de crear fuentes 
de trabajo permanente con ese di-
nero dan subsidios, ya sea toman-
do más empleados públicos que no 
son necesarios o como subsidios 
directos o indirectos a las pobla-
ciones que no se orientan, en de-
finitiva, al trabajo productivo. El 
clientelismo y las reelecciones en 
todas las provincias son producto 
de este esquema político que esteri-
liza el esfuerzo de los que trabajan 
y generan riqueza para que otros la 
consuman sin producir nada. No 
va más.

La forma del gráfico lo dice todo. 
Las provincias más dotadas apor-
tan solidariamente dinero para las 
menos dotadas, las más pobres, 
pero si se exagera esta extracción a 
las provincias ricas, también éstas 
se vuelven pobres. Son u$s 9.800 
millones por año que se le extraen 
a las provincias “ponedoras” para 
darle a las “receptoras”. Por eso la 
curva de pobreza, que viene redu-
ciéndose a medida que bajamos a 
provincias más ricas, vuelve a crecer 
para Santa Fe y Buenos Aires pro-
vincias que antes no tenían pobre-
za, eran ricas. Esta extracción sin 
tasa las perjudica mucho.

¿Qué hay que hacer? No se puede 
resolver de golpe este problema, 
pero hay que ponerle un límite en 
el tiempo, digamos 5 años. En ese 
ínterin las provincias que reciben 
aportes, tienen que crear, con par-
te de dichos aportes, fondos de in-

versión provincial para desarrollar 
empresas  que ocupen gente, que 
sean empresas competitivas, que 
constituyan una inversión re-
productiva. 

Hay que controlar que 
esos fondos no vayan a 
parar a las manos de los 
amigos del poder sino 
que sean destinados a 
crear empresas de cla-
se mundial, que en cada 
provincia generen una 
constelación de Pymes pro-
veedoras o distribuidoras de 
esas empresas, y que puedan ir 
ocupando productivamente a toda 
la población en forma gradual en 
un programa de 5 años. El Estado 
provincial tenderá a ser más ágil y 
más verdaderamente federal.

No podemos seguir esterilizando 
fondos de esta manera. Para poder 
entender lo que quiero decir me 
basaré en un ejemplo hipotético. 
El caso sería como sí Uruguay tu-
viera que entregar cada año unos 
u$s 3.800 millones a otro estado 
sin recibir nada a cambio. ¿Qué pa-
saría con Uruguay en ese caso? Se 
volvería pobre también. 

Esto es lo que hacemos nosotros: 
Buenos Aires, por ejemplo, entrega 
ese monto todos los años a otras 
provincias. ¿Que lo hacemos quizá 
sin darnos cuenta? Puede ser, hay 
una gran maraña legal cambiante 
en este aspecto, hay pactos fede-
rales que modifican las leyes, hay 
ATN (Aportes del Tesoro Nacional) 
que son discrecionales del Poder 
Ejecutivo, hay incumplimiento de 
la esperada Ley de Coparticipación 
Federal que estableció la Constitu-

ción de 1994 y ya llevamos casi 20 
años esperando y también tenemos 
Presupuestos nacionales con metas 
de crecimiento e inflación dibuja-
dos, que permiten después reorien-
tar las partidas. 

¿Cuál es el resultado mientras se-
guimos esperando? Creamos po-
breza en todos lados, a los que son 
pobres los mantenemos pobres y 
a los que eran ricos le sacamos los 
recursos hasta que se vuelven po-
bres también. Gobernar significa 
crear empresas productivas, inver-
tir, para que cada uno, trabajando 
productivamente, viva cada vez me-
jor de manera permanente. Lo po-
demos hacer, pero no se hace solo, 
hay que pedir cambios a las auto-
ridades y hay que participar hasta 
lograrlo.

Nota: Publicado en La Nación On-line, el 
7 de noviembre de 2013.

 Las provincias más 
dotadas aportan 
solidariamente 
dinero para las 

menos dotadas, las 
más pobres...
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El libro “Seguridad alimentaria global y recursos naturales 

agrícolas: papel y visión de Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay”, 

del GPS, se presenta en Buenos Aires en noviembre. Reproducimos aquí 

un resumen del mismo, pues constituye un importante aporte para 

sentar las bases del largo plazo en nuestro país.

El GPS es una iniciativa regional impulsada por siete instituciones 

privadas de Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay. El Consejo 

Argentino para las Relaciones Internacionales (CARI) junto con 

la Fundación Getulio Vargas (FGV), la Asociación Brasileña de 

Agronegocios (ABAG) y la Federación de Industrias del Estado de San 

Pablo (FIESP) de Brasil, Desarrollo en Democracia (DenDe) y la Unión 

de Gremios de la Producción (UGP) de Paraguay y el Consejo Uruguayo 

para las Relaciones Internacionales (CURI) han realizado un esfuerzo 

conjunto para analizar los aportes que podrían efectuar los cuatro 

países a la oferta mundial de alimentos y presentar ideas y propuestas 

sobre los principales temas de la agenda internacional en las áreas de 

seguridad alimentaria y recursos naturales agrícolas.

Argentina 
produciría 154 M 
de toneladas de 
granos en 2022

Seguridad Alimentaria Global y 
Recursos Naturales Agrícolas

Por GRUPO DE PAISES PRODUCTORES DEL SUR (GPS)

BREVE INTRODUCCION DE 
“BASES”

El desafío en materia de seguridad 
alimentaria es claro: será necesario 
alimentar de modo sustentable a 
3 mil millones de consumidores 
adicionales de clase media que se 
estima que estarán presentes a ni-
vel global, incluyendo personas de 
países emergentes con patrones de 
consumo más altos que los vigentes 
actualmente en esos países. Ese de-
safío implica que es absolutamente 
imperioso que comencemos ya a 
producir más alimentos utilizando 
en forma más eficiente los recursos 
disponibles y que es también estra-
tégico que utilicemos mejor la pro-
ducción reduciendo las pérdidas 
y los desperdicios. Estos objetivos 
requerirán un abordaje integral y 
cuidadoso del uso eficiente de la 
tierra, el agua y la energía, poten-
ciando las soluciones innovadoras 
destinadas a aumentar la produc-
tividad, en particular aquellas que 
fomentan un uso más eficiente y 
eficaz de los recursos naturales a 
lo largo de toda la cadena de valor. 
Los altos precios internacionales 
contribuirán significativamente a 
estos propósitos. Se requerirá asi-
mismo un contexto institucional 
y macroeconómico que promueva 
las inversiones, el desarrollo social 
y el uso eficiente de los recursos na-
turales.

En lo que respecta a nuestro país, 
proyecciones a 2022 en base a ten-
dencias recientes y sin suponer cam-
bios sustanciales en las principales 
variables ubican la producción de 
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cereales y oleaginosas en 136 M de 
toneladas. Con la eliminación de 
las brechas de rendimientos por 
adopción de innovaciones, la mis-
ma alcanzaría a 154 M de tonela-
das, e incluyendo los rendimientos 
potenciales de nuevas variedades 
llegaría a 175 M de toneladas. Un 
excelente panorama si se realiza 
el esfuerzo necesario de inversión 
tanto privada como pública.

SINTESIS DEL CONTENIDO DEL 
LIBRO (GPS)

Durante la mayor parte de la se-
gunda mitad del siglo XX el mun-
do disfrutó de una sobreoferta 
estructural de alimentos: el ritmo 
de crecimiento de la demanda era 
inferior al potencial aumento de la 
oferta. Como consecuencia de ello, 
los precios internacionales de los 
principales commodities disminu-
yeron en términos reales, la inver-
sión pública en infraestructura y en 
investigación y desarrollo agrícola 
fue limitada, se impusieron restric-
ciones en algunas innovaciones que 
podrían haber tenido gran inciden-
cia en la productividad y en el uso 
eficiente de la tierra y otros recursos 
por lo que limitaron los incentivos 
para la investigación y el desarrollo 
a nivel privado. Por otra parte, mu-
chos países líderes implementaron 
subsidios y medidas proteccionis-
tas que provocaron distorsiones en 
el comercio. Durante las décadas de 
1980 y 1990, las cuestiones de pro-
ducción agrícola que conllevaban a 
un uso más productivo y eficiente 
de los recursos naturales no fueron 
prioritarias en las políticas públicas 

y en los programas de desarrollo 
de los organismos internaciona-
les. Todos estos factores llevaron 
a un bajo ritmo de crecimiento de 
la productividad de los principales 
commodities y a la falta de progre-
so en la conservación y mejor uso 
de los recursos naturales, situación 
que tendrá un impacto en la pro-
ducción de alimentos proyectada 
para las décadas futuras, según lo 
han destacado la FAO, la OCDE, el 
IFPRI y otros organismos interna-
cionales.

En cambio, desde principios del 
siglo XXI se observa un cambio 
radical en la situación de la segu-
ridad alimentaria global. El ritmo 
de crecimiento de la demanda de 

alimentos, que lideran los países 
emergentes, y la demanda de bio-
combustibles derivados de produc-
tos alimenticios (principalmente 
de cereales y oleaginosas) superó 
al ritmo de crecimiento de la ofer-
ta. Ello resultó en una caída de las 
existencias mundiales de granos 
y en incrementos de precios de 
los alimentos, cuyos impactos se 
agravaron por la alta volatilidad de 
precios. Hoy el mundo enfrenta el 
importante desafío de satisfacer las 
necesidades de alimentos y energía 
de una población en aumento que 
tiene cada vez mayores demandas. 
No obstante ello, la situación de 
la seguridad alimentaria difiere en 
forma significativa en las distintas 
regiones y países. 

Fuente: Report on Price Volatility. A Draft Report by the HLPE-FAO Project Team. Draft 
pre V1 June 8, 2011.

Precios de commodities no-energéticos en moneda constante
(índice 1977-79=100)
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Fuente: The Economist, mayo de 2012.
Nota: *Cereales, oleaginosas, harinas, aceites comestibles, equivalentes de la carne.

Superavits y déficits de alimentos en regiones seleccionadas. 1965-2010
(en millones de toneladas)

Gran parte del dinamismo en el 
crecimiento de la demanda de ali-
mentos de las últimas décadas fue 
impulsado por el mundo en desa-
rrollo. Sin embargo, en muchos 
países en desarrollo los ritmos de 
crecimiento de la producción no 
son similares y dependen de su 
dotación de recursos y capacidad 
de producción. El logro de auto-
suficiencia alimentaria en forma 
sustentable en los países con pro-
blemas de hambre y seguridad 
alimentaria debería ser un obje-
tivo prioritario de la cooperación 
internacional, más que la ayuda 
alimentaria, porque la producción 
agrícola es también una importan-
te fuente de mejoramiento de los 
ingresos y del empleo en muchos 
países en desarrollo del África, Asia 
y América Latina, que tienen un 
alto porcentaje de su población 
pobre y desnutrida que depende de 
la agricultura. En esos países, los 

precios altos y sostenidos de los ali-
mentos (que deberían diferenciar-
se de los aumentos repentinos y la 
volatilidad de los precios) brindan 
incentivos para invertir en infraes-
tructura y adoptar tecnologías de 
producción y conservación que ya 
están disponibles en otras regiones 
del mundo, por lo que permitirían 
el crecimiento de la producción y la 
economía y una mejora en la segu-
ridad alimentaria. 

América del Sur cuenta con 
reconocida trayectoria de 
crecimiento e innovación y 
puede ser un contribuyente 
estratégico para satisfacer 
las crecientes necesidades de 
alimentos del mundo 

La región ha contribuido signifi-
cativamente a la satisfacción de las 
necesidades crecientes de alimen-
tos del mundo durante las dos úl-

timas décadas. La producción agrí-
cola per cápita en América Latina y 
el Caribe (ALC) creció 80% más que 
el promedio mundial durante la 
primera década del siglo XXI; 350% 
más que Estados Unidos y Canadá 
juntos; y mucho más que otros paí-
ses industrializados (Países de Eu-
ropa, Australia y Nueva Zelanda). 
La producción regional, liderada 
por Argentina, Brasil, Paraguay y 
Uruguay (ABPU) creció a un ritmo 
mayor que el del consumo y en los 
últimos años la región se convirtió 
en el primer exportador comercial 
neto de alimentos. Por otra parte, 
tiene un gran potencial de creci-
miento por su dotación de recursos 
naturales y por sus probadas inno-
vaciones tecnológicas y en materia 
de modelos de negocios. 

Dotación de recursos naturales y 
capital humano. La región tendrá 
un papel estratégico en la seguridad 
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alimentaria global en las próximas 
décadas porque la producción pue-
de expandirse por la disponibilidad 
de tierra, agua y capital humano y 
por el alto potencial de crecimiento 
de su productividad. Según un in-
forme reciente del Banco Mundial 
sobre potenciales aportes de ALC a 
la seguridad alimentaria global, en 
América Latina (la mayor parte en 
ABPU) hay disponibles unos 123 mi-
llones de hectáreas que podrían ser 
aptas para la expansión sustentable 
del área cultivada (tierras con alto 
potencial agroecológico, que no se 
encuentran cubiertas de bosques ni 
corresponden a áreas protegidas y 
que tienen una densidad de pobla-
ción de menos de 25 habitantes por 
hectárea). Además, la región de ALC 
cuenta con aproximadamente un ter-
cio de la totalidad de los recursos de 
agua renovables del mundo. En un 
cálculo per cápita, ALC tiene la más 
alta dotación de agua de los países en 
desarrollo, con un nivel similar al de 
Australia y Nueva Zelanda juntas y 
superior al de América del Norte.

Potencial de producción regional 
e impacto en el comercio mun-
dial. El papel de ABPU en la segu-
ridad alimentaria global es muy im-
portante porque, además del área 
potencial que podría dedicarse a la 
producción de alimentos, la actual 
productividad ya es superior a la de 
otros países en desarrollo, su marco 
institucional está ya desarrollado y 
los productores adoptan rápida-
mente las nuevas tecnologías dis-
ponibles en el mercado, tal como 
ha sucedido en las últimas dos dé-
cadas. Los estudios y el modelo de 
simulación que desarrolló el INAI 
sobre Argentina, Paraguay y Uru-
guay y los desarrollados por el ICO-
NE y la FIESP sobre Brasil mues-
tran que los ritmos de crecimiento 
de la producción en ABPU para la 
mayoría de los productos agrícolas 
durante la próxima década prácti-
camente duplican a los proyectados 
para el promedio mundial en las 
Perspectivas Agrícolas 2012-2021 
de la OCDE-FAO. Las proyecciones 
de crecimiento anual promedio de 

las exportaciones para el año 2021 
de ABPU son significativamente su-
periores a los pronósticos para los 
totales mundiales para la mayoría 
de los commodities (oleaginosas: 
3,1% frente a 1.8% promedio mun-
dial; harinas proteicas: 3,9% frente 
a 1,6%; aceites vegetales: 5,0% frente 
a 2,1%; carnes 5,0% frente a 1,4%; 
azúcar 2,5% frente a 2,0%; biocom-
bustibles 18,0% frente a 10,9%). 
En el caso de los cereales, la mayor 
parte del crecimiento de la produc-
ción regional se utilizará para la 
producción local de carnes y de lác-
teos, que se destinarán a aumentar 
el consumo y las exportaciones de 
estos productos. Cabe destacar que 
la producción regional y su partici-
pación de las exportaciones mun-
diales de alimentos continuarán en 
aumento, a pesar del incremento en 
la producción de biocombustibles, 
y la región liderará las exportacio-
nes de la mayoría de los alimentos 
mencionados, con la excepción 
de algunos cereales. El liderazgo 
de la región no se limita a los pro-

Fuente: Datos del INAI, FIESP-ICONE y Perspectivas Agrícolas de la OCDE y la FAO 2012-2021.

Proyecciones del índice de crecimiento del comercio mundial y de ABPU
Para el período 2011-2021 (tasas de crecimiento anual en %)
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ductos mencionados previamente; 
también lidera las exportaciones 
de muchos otros productos, tales 
como café, frutas, jugos, azúcar, 
tabaco y otros preparados alimen-
ticios.

Los sistemas de producción y 
los modelos de negocios de la 
región son eficientes desde 
el punto de vista económico 
y son amigables con el medio 
ambiente 

Modelos de negocios competiti-
vos y eficientes. En las últimas 
dos décadas los países de la región 
experimentaron reformas significa-
tivas en materia organizacional y de 
innovaciones tecnológicas en sus 
sistemas de producción agrícola. 
Se desarrollaron redes horizontales 
y verticales que mejoraron las arti-
culaciones “aguas arriba” y “aguas 
abajo” de las cadenas, con las con-
siguientes economías de escala, que 
permitieron aumentar la produc-
tividad y la eficiencia comercial en 
las cadenas de valor y redujeron 
los costos de transacción. La nueva 
organización de la producción pri-
maria en redes implicó un proceso 
de diferenciación y especialización, 
que resultó en un sistema muy efi-
ciente, en el que participan diferen-
tes agentes (tanto los productores 
como los proveedores de insumos y 
de servicios) en forma similar a lo 
que sucede en el resto del mundo 
con muchas industrias manufac-
tureras dinámicas altamente inte-
gradas. Esta evolución contribuyó 
a la creación de una estructura pro-
ductiva y comercial integrada por 
diversos agentes proveedores de 
bienes y servicios, que viven en los 
pueblos y pequeñas ciudades del 

interior, en lugar de ser empleados 
de grandes empresas integradas 
verticalmente. El proceso ha sido 
importante no solamente en fun-
ción de las economías de escala y la 
productividad, sino también para 
el desarrollo local y regional (una 
clase media local emergente que 
brinda servicios agrícolas). 

Sistemas de producción ami-
gables con el medio ambiente. 
Otro cambio estratégico en la pro-
ducción de la región ha sido la im-
plementación masiva de sistemas 
de producción que son sustenta-
bles, tales como la estrategia de la 
siembra directa asociada con la 
rotación y sanidad de cultivos, la 
agricultura de precisión, el uso de 
semillas mejoradas a las que se les 
ha incorporado genes resistentes a 
los herbicidas, a los insectos y a las 
enfermedades (con la consiguiente 
reducción del uso de agroquímicos 
por hectárea), nuevas moléculas en 
la estructura química de los agro-
químicos, control integrado de pla-
gas, uso intensivo de herramientas 
informáticas y tecnología para las 
comunicaciones, soporte de imáge-
nes satelitales, innovación logística 
como el uso de silos bolsas, manejo 
poscosecha, nutrición de precisión, 
etc. La estrategia de la siembra di-
recta (como se realiza en el Cono 
Sur) es un sistema de producción 
que reduce la erosión y mejora la 
infiltración del agua de lluvia en 
el suelo (gestión estratégica del 
agua). Es una herramienta desti-
nada a optimizar la productividad 
en forma sustentable, mejorando 
la utilización de los recursos natu-
rales, minimizando la labranza y 
reduciendo el consumo de gasoil y 
las emisiones de gases de efecto in-

vernadero. El suelo se deja cubierto 
de rastrojos, se implementa una es-
trategia de gestión de carbono (que 
fomenta el secuestro de carbono) y 
se adopta una estrategia de fertili-
zación de cultivos que se basa en la 
nutrición del suelo y en el concep-
to de estructuración, en lugar de la 
fertilización del suelo. Este sistema 
mejora tanto la carga biótica como 
las condiciones sanitarias del suelo. 
Luego de varios años de su imple-
mentación las condiciones del sue-
lo mejoran significativamente.

La situación de los recursos 
naturales agrícolas mundiales 
ha agravado algunos temas de la 
economía política relacionados 
con su uso y propiedad

Nuevo interés y demanda por el 
control a largo plazo de tierras 
aptas para cultivo. Los cuatro paí-
ses tienen una buena dotación de 
recursos naturales agrícolas y po-
dría esperarse un interés mundial 
por el control de esos recursos: a) 
la adquisición de derechos sobre 
las tierras por parte de gobiernos 
extranjeros, sea en forma directa o 
través de empresas controladas por 
el Estado ha sido muy limitada o 
nula en los cuatro países. Además, 
dada la legislación vigente en la 
materia, parecería ser poco proba-
ble que pudiera producirse en el fu-
turo; b) las cifras disponibles sobre 
la reciente adquisición de derechos 
sobre tierras por parte de personas 
físicas o jurídicas de origen extran-
jero sugieren que cuantitativamen-
te no sería muy significativa en la 
región y dadas las limitaciones im-
puestas en la legislación vigente, no 
se incrementaría en forma signifi-
cativa en el futuro. 



Argentina. Rápida adopción de una tecnología de conservación de suelo estratégica: evolución 
de la siembra directa (porcentaje del total de la superficie cultivada con siembra directa)

Concentración en el uso de la tie-
rra. La concentración en el uso de 
la tierra se ha dado en forma signi-
ficativa en los cuatro países duran-
te los últimos 20 años. El impacto 
de este proceso sobre la eficiencia 
del uso de la tierra, la innovación 
técnica y la producción en general 
ha sido positivo: se han producido 
aumentos muy significativos en la 
productividad total de los factores 
durante los últimos años. Sin em-
bargo, se han registrado también 
otras consecuencias económicas y 
sociales, como la migración rural y 
la modificación de la estructura so-
cial en los territorios rurales, que se 
compensaron en parte por el creci-
miento de proveedores de servicios 
de clase media. Los gobiernos de la 
región han desarrollado políticas y 
programas para proteger y mejorar 
la viabilidad económica de los pe-
queños productores y lograr una 
legitimidad política en esos dis-

tritos. Este tema exige un análisis 
cuidadoso, centrado en las venta-
jas que brinda la mayor eficiencia 
y productividad de las grandes em-
presas de agronegocios mecaniza-
das, que son características de una 
parte sustancial del sistema de pro-
ducción de la región, y las ventajas 
sociales de una estructura agraria 
más equilibrada, donde una parte 
importante de la producción total 
está bajo el control de pequeños 
propietarios. 

Bosques. Otro tema de impor-
tancia ha sido la incorporación de 
praderas y bosques a la producción 
agropecuaria. Estos procesos se 
han incrementado en los últimos 
20 años, en especial en el Norte de 
la Argentina y en mayor medida en 
Brasil y Paraguay. En algunos de 
ellos, en particular gracias a un uso 
de praderas de alta productividad 
en la región del Cerrado en Brasil, se 

han introducido innovaciones para 
la producción de cultivos y carnes 
tropicales con un impacto positivo 
para ambos tipos de producción. 
En cuanto a los bosques, durante 
la última década en Argentina, Bra-
sil y Paraguay se han promulgado 
nuevas leyes sobre deforestación y 
áreas protegidas, que han limita-
do en forma considerable el ritmo 
anual de deforestación y así han 
contribuido para que en el futuro 
se logre una mejor conservación y 
gestión de los recursos naturales y 
de la biodiversidad.

Visión y perspectivas regionales 
sobre los temas clave de la 
agenda internacional sobre 
seguridad alimentaria y 
sustentabilidad de los recursos 
naturales 

Argentina, Brasil, Paraguay y Uru-
guay jugarán un papel muy impor-

Fuente: AAPRESID, 2012.
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tante en la futura situación alimen-
taria global y en la sustentabilidad 
de los recursos naturales. En nues-
tra opinión, el mundo necesita 
considerar y adoptar las medidas 
sugeridas relacionadas con varios 
temas que afectan la producción y 
el comercio mundial de alimentos, 
que se sintetizan en los siguientes 
párrafos: 

a. Fortalecimiento de la I+D agrí-
cola mundial para promover un 
aumento de la productividad 
y lograr un uso más eficiente y 
sustentable de los recursos na-
turales. La seguridad alimentaria 
global y la sustentabilidad de los 
recursos naturales agrícolas depen-
den en gran medida del logro de un 
uso más eficiente de los recursos 
naturales disponibles. Sin embar-
go, durante las últimas décadas la 
intensidad de las inversiones pú-
blicas en investigación y desarrollo 

disminuyó en la mayoría de los paí-
ses; y el hecho de que hubiera me-

nor investigación a nivel pú-
blico afectó seriamente no 

sólo los ritmos de creci-
miento de producti-

vidad sino también 
la producción de 
bienes públicos, ta-
les como un mejor 
conocimiento del 
uso sustentable de 
los recursos natura-

les. Por otra parte, la 
inversión en el sector 

privado ha sido muy li-
mitada en la mayoría de 

los países en desarrollo de 
África, América Latina y Asia, 

mientras que ciertas regulaciones 
que carecen de sustento científico 
han limitado la investigación y uso 
de algunas innovaciones a nivel 
global y/o aumentado los costos de 
algunas nuevas tecnologías, como 
los OGM. Como consecuencia de 
ello se ha verificado una reducción 
del potencial impacto de esos desa-
rrollos en el incremento de la pro-
ductividad, que podrían resultar 
además en un uso más eficiente de 
los recursos escasos y una menor 
utilización de herbicidas y otros 
pesticidas, gracias a la utilización 
de semillas resistentes y tolerantes 
a las malezas y otras plagas. Un bajo 
crecimiento de la productividad 
hace que sean necesarios mayores 
requerimientos de tierras y otros 
recursos para poder satisfacer el 
crecimiento de la demanda. El de-
safío para las décadas venideras es 
producir más alimentos utilizando 
los recursos naturales disponibles 
en forma más eficiente y sustenta-
ble; producir más alimentos usan-
do menos recursos permitirá ade-

más llegar a los consumidores con 
precios accesibles. Para lograrlo se 
deberán promover las inversiones 
privadas en investigación y desa-
rrollo, y será necesario aumentarlas 
en forma significativa para ampliar 
el alcance global de las soluciones 
técnicas. Asimismo, las inversiones 
de organismos públicos nacionales 
e internacionales en investigación y 
desarrollo en materia agrícola de-
berán ser priorizadas, porque los 
nuevos desafíos son más comple-
jos; la investigación debe compati-
bilizar los objetivos de productivi-
dad y sustentabilidad y desarrollar 
una agricultura más resistente al 
cambio climático.

b. Asistencia técnica a los países 
en desarrollo, incluyendo la coo-
peración Norte-Sur y Sur-Sur. La 
mayor parte del total de inversiones 
en investigación y desarrollo agríco-
la en todo el mundo se concentra en 
los países industrializados. Por este 
motivo la asistencia técnica Norte-
Sur continúa siendo un importan-
te desafío para el mejoramiento de 
la seguridad alimentaria global, así 
como para la promoción de un me-
jor uso de los recursos naturales. 
Tanto a nivel público como privado 
se debería prestar mayor atención a 
una evaluación más profunda de 
los mejores medios existentes para 
esa cooperación. Por otra parte, 
Argentina, Brasil, Paraguay y Uru-
guay cuentan con experiencias in-
teresantes sobre asistencia técnica 
fuera de la región, pero los fondos 
han sido limitados. Se propone en 
consecuencia aumentar también 
la asistencia técnica Sur-Sur con 
fondos adicionales provenientes de 
fuentes públicas internacionales y 
de ONGs.
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c. Mayores inversiones en in-
fraestructura e innovación en la 
cadena de valor para reducir las 
pérdidas poscosecha y los desper-
dicios. El mundo produce muchos 
más alimentos que los que efectiva-
mente se consumen. Las pérdidas 
poscosecha y los desperdicios re-
presentan una gran proporción de 
la producción primaria, por lo que 
hay una demanda de recursos na-
turales mucho mayor que la estric-
tamente necesaria. La cooperación 
internacional debe contribuir a re-
ducir las restricciones referidas a la 
baja calidad y a la falta de infraes-
tructura logística en las cadenas de 
valor, que incluyen la capacidad de 
almacenamiento, los sistemas de 
transporte y otros aspectos logísti-
cos, que son la causa de la mayoría 
de las pérdidas actuales. La falta 
de educación y de conocimientos 
sobre el manejo poscosecha cons-
tituyen también serios problemas a 
atender en los países en desarrollo. 

d. Expansión racional a nuevas 
zonas agrícolas. A diferencia de 
lo que sucede en muchos países in-
dustrializados y en algunos países 
en desarrollo donde la agricultura 
es muy intensiva en el uso del ca-
pital y de los insumos, los sistemas 
de producción en Argentina, Bra-
sil, Paraguay y Uruguay son menos 
intensivos y más amigables con el 
ambiente.

e. Eliminación de barreras co-
merciales. El riesgo de nuevas ba-
rreras no arancelarias, como, por 
ejemplo, normas ambientales, la-
borales y otras normas privadas. 
La seguridad alimentaria global 
y la producción sustentable po-
drían mejorarse en forma sustan-

cial con el crecimiento de la oferta 
en regiones y países que tienen un 
alto potencial para la producción 
sustentable de alimentos sin sub-
sidios ni otra clase de distorsio-
nes del comercio. Sin embargo, el 
comercio de alimentos se ha visto 
limitado por diferentes clases de re-
gulaciones y barreras comerciales. 
Los países de la región están muy 
preocupados por la falta de avance 
en las negociaciones comerciales 
de la Ronda de DOHA y coinciden 
en la urgente necesidad de encon-
trar una solución en el marco de 
la OMC. Las barreras no arancela-
rias, así como las nuevas normas 
ambientales, laborales y otras nor-
mas privadas, están creando costos 
adicionales en la producción y la 
comercialización que redundan en 
un mayor precio de los alimentos 
para los consumidores y en meno-
res incentivos para los productores; 
ellas limitan la producción eficien-
te y el crecimiento del comercio y 
crean incertidumbres en el merca-
do. En muchos casos, aumentan 
la volatilidad de los precios inter-
nacionales. El mejoramiento de las 
condiciones comerciales, mediante 
la eliminación o reducción de las 
barreras comerciales –tanto a las 
exportaciones como a las importa-
ciones– debe ser un objetivo desti-
nado a limitar la escasez de oferta 
de alimentos y lograr un mejor uso 
de los recursos naturales. Un siste-
ma comercial fluido y eficiente pue-
de jugar un papel estratégico para 
hacer frente a los desequilibrios de 
oferta de alimentos a largo plazo y 
también para reducir el impacto de 
los eventos de corto plazo inespera-
dos que afectan periódicamente la 
seguridad alimentaria en algunos 
países y regiones.

f. Un marco de políticas ma-
croeconómicas adecuadas en los 
países en desarrollo. Este es un 
factor clave para promover el cre-
cimiento de la inversión y la pro-
ducción. La falta de dicho contexto 
favorable en algunos países en de-
sarrollo con abundantes recursos 
naturales está limitando su creci-
miento económico y sus contribu-
ciones potenciales a la seguridad 
alimentaria mundial. 

g. Mejoramiento de los meca-
nismos de formación de precios 
en los mercados de disponible 
y de futuros. La falta de buenos 
sistemas de información y las ba-
jas inversiones en infraestructura 
(transporte, almacenamiento y de-
más logística) constituyen barreras 
importantes para el mejoramiento 
de los mecanismos de fijación de 
precios y para el desarrollo de mer-
cados locales de disponible y de 
mercados de futuros agrícolas. En 
consecuencia, mientras esperamos 
que se logre un buen desempeño 
de los mercados de futuros de los 
países líderes (como precios de re-
ferencia mundiales), que han mere-
cido recientemente una revisión de 
los entes regulatorios de sus respec-
tivos países, debemos destacar que 
el desarrollo de mercados locales de 
disponible, de ventas con entrega 
futura y de contratos de futuros y 
opciones transparentes y eficientes 
resultará muy beneficioso para los 
países en desarrollo. La asistencia 
técnica y financiera para mejorar 
los sistemas de información, pro-
mover el desarrollo de mercados de 
futuros y forwards, e incrementar 
las inversiones en infraestructura 
debería ser prioritaria en la agenda 
de la seguridad alimentaria global. 
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h. La producción de biocombus-
tibles en la región. La producción 
y consumo de biocombustibles ha 
recibido una prioridad cada vez 
más importante en la Argentina, 
Brasil y Paraguay en función de sus 
contribuciones al desarrollo eco-
nómico, al suministro de energía 
y a la mejora del medio ambiente. 
Existen varios factores que susten-
tan el aumento de la producción y 
consumo de biocombustibles en la 
región: i) los ritmos de crecimiento 
de la producción total de los prin-
cipales cultivos de la región para 
la próxima década son considera-
blemente superiores a los ritmos 
de crecimiento de demanda de ali-
mentos regional y mundial; ii) los 
aportes sociales y económicos que 
esa producción adicional puede su-
mar al desarrollo regional y la crea-
ción de empleo, inclusive mediante 
el suministro de energía (biocom-
bustibles y biogas) y la producción 
de carne y lácteos en áreas distantes 
de los puertos y grandes centros 
urbanos en las que esas produccio-
nes no son actualmente suficientes 
para abastecer la demanda local; iii) 
el desarrollo de mercados alternati-
vos de energía para los cultivos, que 
posibilitan la diversificación de la 
demanda total de granos y reducen 
los riesgos asociados con la excesi-
va concentración de la producción 
y exportación de productos agríco-
las que caracteriza a los países de la 
región; iv) la reducción de una alta 
dependencia de los combustibles 
fósiles importados y la oportuni-
dad para diversificar la matriz de 
suministro de energía mediante 
la producción de biocombustible 
local; v) el impacto positivo en el 
ambiente asociado con la sustitu-
ción de combustibles fósiles con 

los biocombustibles que se produ-
cen en la región, en base a sistemas 
de producción de baja intensidad 
en el uso de insumos (considerable-
mente diferentes de los que se im-
plementan en Europa y los Estados 
Unidos de América). 

Proyecciones para Argentina

La siguiente Tabla presenta las esti-
maciones de producción para 2022 
simuladas en las proyecciones de 
base del INAI para Argentina, así 
como otras estimaciones resultan-
tes de diferentes supuestos para 
los rendimientos de los cultivos. Se 
seleccionaron dos nuevos supues-
tos en relación a los rendimientos: 
I) uno que se basa en la potencial 
eliminación de las brechas entre los 
rendimientos logrados los produc-
tores que adoptaron las innovacio-
nes que ya están disponibles en el 
país y los rendimientos naciona-
les promedio para los principales 
productos agrícolas. Esas brechas 
para cada cultivo se determinaron 
en base a un relevamiento nacional 
que realizó el Instituto Nacional de 
Tecnología Agropecuaria (INTA); 
II) una segunda alternativa incluye 
los resultados de otro relevamiento 
realizado por Trigo, E. (2012)9 a 
empresas de semillas e investigado-
res sobre los rendimientos estima-
dos de nuevas variedades / híbridos 
que están en desarrollo y estarán 
disponibles en el mercado durante 
esta década. Para ambos de estos 
nuevos supuestos se han incluido 
los costos adicionales relacionados 
con las nuevas tecnologías.

Las proyecciones de producción 
del total de granos (cereales más 
oleaginosas) para 2022 son de 154 

millones de toneladas, suponien-
do la eliminación de las brechas de 
rendimiento, y de 175 millones de 
toneladas si se incluyen los poten-
ciales rendimientos de las nuevas 
variedades que estarán en el merca-
do durante esta década.

El escenario de base supone la con-
tinuación de las políticas actuales, 
incluyendo las barreras a las ex-
portaciones. Se realizaron además 
otras simulaciones que suponen la 
eliminación de las actuales barreras 
comerciales (impuestos a las expor-
taciones y barreras no arancelarias) 
que impuso el gobierno de la Ar-
gentina y se supone que la actual 
sobrevaluación del peso argentino 
se reduce. En ese caso, las estima-
ciones para la producción ganadera 
de Argentina en 2021 son práctica-
mente 20% mayores que las del es-
cenario de base.

Las simulaciones descriptas mues-
tran que, cuando existen altos pre-
cios de los commodities, la mejora 
del contexto económico y comer-
cial y los esfuerzos en I+D y en la 
transferencia de tecnología en la re-
gión pueden tener un impacto muy 
importante en la oferta de alimen-
tos de las próximas décadas (sus-
tancialmente mayores a las proyec-
ciones de base de la OCDE-FAO).

Perspectiva global: la 
consideración de los temas de la 
seguridad alimentaria mundial 
y la gobernanza de los recursos 
naturales 

Si bien los temores en relación a la 
escasez de alimentos no son nue-
vos, los aumentos recientes en el 
precio de los alimentos han reaviva-
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do el debate sobre la capacidad del 
mundo de abastecerse de alimentos 
con nueva intensidad y urgencia. 
La trampa de Malthus aparece nue-
vamente en escena. Estas imágenes 
y los problemas políticos que han 
surgido por la inseguridad alimen-
taria y el malestar que esto conlleva 
en algunos países pobres, han mo-
tivado la emergencia de diversas 
iniciativas y propuestas que inten-
tan abordar la urgente necesidad de 
lograr mecanismos de gobernanza 
mundial que promuevan un uso 
sustentable y responsable de los re-
cursos naturales. La capacidad de 
producción colectiva de los cuatro 
países, Argentina, Brasil, Paraguay 
y Uruguay, destaca que ellos son 
una parte importante de cualquier 
posible solución global. Por estos 
motivos, se entiende que se debe 

prestar especial atención a sus vi-
siones sobre las actuales iniciativas 
de la agenda internacional:

Seguridad alimentaria. Se han 
creado dos mecanismos principa-
les de gobernanza mundial que 
consideramos útiles: el Comité de 
Seguridad Alimentaria Mundial 
(CSA) y el Equipo de Tareas de Alto 
Nivel (HLTF). Ambos organismos 
brindan las bases para el desarro-
llo de acciones coordinadas a nivel 
mundial y representan una impor-
tante oportunidad. Sin embargo, 
con el objeto de que el CFS logre 
su potencial, se entiende que debe 
involucrar plenamente a los funcio-
narios de alto nivel con capacidad 
de decisión en los temas de seguri-
dad alimentaria de los respectivos 
países; debe promoverse además la 

participación de representantes del 
sector privado y se debe revisar el 
número e importancia de las ONGs 
que participan. Por otra parte, en 
los últimos años se ha prestado 
atención al componente de nutri-
ción y una de las manifestaciones 
de esa prioridad es el movimiento 
SUN [Scaling Up Nutrition], crea-
do en el ámbito de la Secretaría 
General de las Naciones Unidas. La 
magnitud del esfuerzo que se está 
realizando le otorga al SUN ciertas 
características de un mecanismo de 
gobernanza mundial. 

Alta volatilidad de los precios de 
los alimentos. El reciente incre-
mento y la alta volatilidad de los 
precios de los principales commo-
dities alimenticios han generado 
una gran inquietud, a partir de la 

Proyecciones de producción alternativa para Argentina en base a diferentes supuestos de 
rendimientos para el año 2022 · millones de toneladas y %

Fuente: Simulaciones del INAI en base al modelo PEATSim-AR. 2013.
Nota: * Porcentaje de incremento respecto de las proyecciones de base para 2022.

Productos
Producción
de 2012

Proyecciones
de base

para 2022

Proyecciones para
2022 eliminando

las brechas
de rendimientos

Proyecciones para
2022 con nuevas

variedades

(mill ton) (mill ton) (mill ton) (% aumento*) (mill ton) (% aumento*)

Cereales 51,3 62,3 71,3 14,5 82,5 32,3 

Oleaginosas 58,1 73,7 82,7 12,2 92,9 26,1 

Total de granos 109,5 136,0 154,0 13,3 175,4 29,0 

Harinas proteicas 32,2 45,8 46,5 1,6 47,3 3,4 

Aceites vegetales 9,0 12,7 12,9 2,1 13,2 4,5 

Algodón 0,5 0,9 1,3 13,5 1,2 29,7 

Azúcar 2,4 2,8 3,1 10,2 3,5 23,2 

Carne vacuna 2,6 3,1 3,1 0,4 3,1 1,1 

Carne aviar 1,9 3,2 3,2 0,1 3,2 0,2 

Carne porcina 0,4 0,4 0,4 0,1 0,4 0,1 
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cual han surgido varias propues-
tas. Tres de ellas son de particular 
importancia: I) el AMIS, que es un 
sistema de información sobre la 
producción, stocks, políticas co-
merciales y condiciones de seguri-
dad alimentaria global y ha proba-
do que es una importante creación. 
Los países han asumido el compro-
miso de informar en forma regular 
sobre estos temas, pero el nivel de 
cumplimiento ha sido dispar; II) 
Mayor regulación de los mercados 
de futuros de commodities: si bien 
los países donde operan los merca-
dos de futuros de commodities han 
adoptado algunas medidas regula-
torias adicionales, la adopción de 
medidas colectivas a nivel global 
parece ser inviable; III) Iniciativas 
de reservas internacionales: existe 
un consenso general en cuanto a 
que la creación de stocks con el ob-
jeto de regular la volatilidad de los 
precios internacionales resulta one-
rosa y que no ha sido una solución 
efectiva para resolver los problemas 
de la volatilidad de precios interna-
cionales y la seguridad alimentaria 
en décadas pasadas. Es igualmente 
difícil encontrar una solución via-
ble que se base en los stocks virtua-
les de los países exportadores. Se 
entiende que las opciones existen-

tes sobre los stocks de alimentos 
(sean físicos o virtuales) deberían 
limitarse a los stocks locales y en 
algunos casos a pequeños stocks 
regionales para hacer frente a las 
emergencias, en particular en aque-
llos casos donde la falta de infraes-
tructura física dificulta la rápida 
distribución de alimentos en situa-
ciones de emergencia. El financia-
miento de esos stocks nacionales y 
regionales podría ser parte de la es-
trategia internacional para reducir 
el hambre y mejorar los problemas 
de corto plazo en materia de segu-
ridad alimentaria en los países de 
bajos ingresos.

Creación de un foro especializa-
do en recursos naturales agríco-
las. La idea principal consiste en 
crear una nueva asociación de los 
principales países productores y 
consumidores de recursos natura-
les del mundo, en el que los gobier-
nos y los grupos de interés podrían 
abordar y acordar propuestas para 
un uso sustentable de los recursos 
naturales. En nuestra opinión ese 
tipo de Foro no es necesario; enten-
demos que el uso eficiente y susten-
table de los recursos naturales es en 
gran medida una decisión soberana 
de los países que los poseen. Ade-
más, ya existen otros foros como el 
G20 y el CSA que tienen las capa-
cidades para profundizar en estos 
temas. 

Inversiones extranjeras en tierras 
aptas para cultivo y producción 
agrícola. No ha habido una inver-
sión importante en tierras por par-
te de gobiernos ajenos a la región. 
No obstante, existen suficientes 
pruebas de que en otras regiones 
–principalmente en África– se han 



19NúMERO 7 · DICIEMBRE · 2013

hecho inversiones en tierras para 
grandes proyectos de producción 
agrícola, en los que no ha quedado 
claro cuáles serían los beneficios 
para los países receptores y las co-
munidades locales. Estas situacio-
nes sugieren que existe el peligro 
de un potencial problema y que se 
necesita un mecanismo que permi-
ta la transparencia y la gestión glo-
bal en los proyectos de adquisición 
de tierras por parte de personas 
de origen extranjero. Se ha dado 
un primer paso con las Directrices 
Voluntarias sobre la Tenencia de la 
Tierra que el Comité de Seguridad 
Alimentaria Mundial (CSA) aprobó 
el año pasado. Sin embargo, aún 
no se cuenta con directrices para la 
adquisición de tierras por parte de 
gobiernos extranjeros. 

Innovación y transferencia in-
ternacional de tecnología a los 
países menos desarrollados. La 
transferencia internacional de la 
tecnología con que cuenta el mun-
do en desarrollo queda determina-
da, en gran medida, por las medidas 
que adopta el sector privado ampa-
rado en los derechos de propiedad 
intelectual para proteger sus inno-
vaciones de su uso no autorizado y 
que cobra regalías para recuperar el 
costo de su inversión y obtener ga-
nancias por su trabajo. El cobro de 
estas regalías restringe el acceso a 
las innovaciones a los productores 
pobres de países menos desarrolla-
dos, donde no existe una base tec-
nológica e institucional adecuada 
para la protección de los derechos 
de propiedad intelectual. La ne-
cesidad apremiante de un incre-
mento en la producción mundial 
de alimentos plantea la necesidad 
de adoptar medidas colectivas que 

aceleren el acceso y uso de la tecno-
logía en los países menos desarro-
llados que tienen una importante 
dotación de recursos naturales. 
Una posibilidad sería la creación 
de un foro internacional conjunto 
integrado por la FAO, el CGIAR, 
la OMC y la OMPI, en el que los 
gobiernos y el sector privado pue-
dan evaluar, negociar y acordar los 
mecanismos para un uso más com-
pleto y eficaz de las oportunidades 
de innovación en los países menos 
desarrollados.

Normas privadas. En los últimos 
años las empresas de comercio in-
ternacional y los supermercados 
han comenzado a establecer requi-
sitos específicos de calidad y/o se-
guridad, que no han sido negocia-
dos por los gobiernos en el marco 
de los acuerdos de comercio bila-
terales y multilaterales vigentes. La 
mayoría de esas normas privadas 
son decisiones unilaterales y repre-
sentan un nuevo desafío para los 
países exportadores, ya que se han 
transformado en nuevas barreras 
no arancelarias que limitan el co-
mercio e incrementan los costos 
de los alimentos, sin que exista un 
sustento científico aceptado a nivel 
global. Este tema debe considerarse 
a nivel multilateral y se lo debería 
incluir como tema especial a con-
siderar en las negociaciones de la 
OMC. 

Eliminación de subsidios per-
versos. Algunos subsidios a la 
producción no solamente distor-
sionan precios y mercados, sino 
que causan un impacto ambiental 
perverso al promover el uso excesi-
vo de insumos y recursos naturales. 
En el largo plazo, estos subsidios 

acarrearán un efecto negativo en la 
sustentabilidad de la agricultura y 
en la productividad global. 

Producción y consumo de bio-
combustibles en la región. La 
Argentina, Brasil, Paraguay y Uru-
guay consideran que la producción 
de biocombustibles es una activi-
dad económica legítima que pue-
de causar un impacto favorable en 
el empleo y desarrollo rural y en la 
balanza comercial de países impor-
tadores de energía, siempre que la 
producción y comercio de biocom-
bustibles se rija por las normas del 
libre mercado. En relación con las 
propuestas regulatorias, la Argen-
tina, Brasil, Paraguay y Uruguay 
reconocen lo siguiente: I) la impor-
tancia creciente de la producción 
de biocombustibles y su interrela-
ción y asociación directa con los 
precios de los mercados de alimen-
tos hacen necesario un monitoreo 
cuidadoso del comportamiento de 
los mercados; II) es necesario esta-
blecer acuerdos globales claros en 
relación con los marcos normati-
vos que regulan su uso obligatorio 
en los combustibles tradicionales y 
III) la necesidad de imponer limi-
taciones a los subsidios otorgados 
a la producción e importación. Sin 
embargo, al parecer no sería nece-
saria la implementación de un me-
canismo específico de gobernanza 
mundial, porque las instituciones 
existentes pueden asumir la res-
ponsabilidad de la implementación 
de estos tres puntos.
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En materia 
económica, 

Argentina sigue 
perdiendo el 

tiempo

Por Marcelo Capello

Desde mediados del siglo pasado la 
economía argentina se encuentra 
sujeta al problema de la “restric-
ción externa”, esto es, la imposibi-
lidad de crecer en forma sostenida 
sin caer en un problema de finan-
ciamiento de sus transacciones con 
el exterior. Tal situación le pone 
techo de corto plazo a la econo-
mía, y conduce a una secuencia de 
marchas y contramarchas conocida 
como proceso de “stop and go”. 

En buena parte del mencionado pe-
ríodo, un ciclo típico puede descri-
birse a partir de una expansión de 
la producción inducida por el cre-
cimiento de la demanda agregada 
de la economía, que desde el inicio 
o en algún momento del ciclo pasa 
a depender fuertemente del creci-
miento del consumo público y pri-
vado, por subas del gasto estatal y 
los salarios, y no tanto del aumento 
de la inversión y las exportaciones. 
Adicionalmente, dichas secuencias 
suelen ser acompañadas por pro-
cesos inflacionarios y apreciaciones 
cambiarias, cuya pérdida de compe-
titividad afecta la expansión de las 
exportaciones, especialmente las 
manufactureras.

En el pasado, tales situaciones de-
rivaron generalmente en desequi-
librios fiscales y de balanza de pa-
gos, cuya duración dependía de la 
posibilidad de acceder a mercados 
voluntarios de deuda o del nivel 
inicial de las reservas internacio-
nales. Tales ciclos se caracterizaron 
por expansiones del producto muy 
cortas, de entre dos y cuatro años, 
que por los elementos señalados se 
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volvían inviables, tras lo cual sobre-
venía una devaluación de la mone-
da local, que ajustaba los ingresos 
de la población y el gasto fiscal, de 
modo que se creara espacio para 
que el ciclo volviese a repetirse, co-
metiendo luego los mismos errores.

¿En qué se diferencia la política 
económica de la última década 
respecto del anterior proceso his-
tórico descripto? En nada, salvo 
por el contexto en que ocurrió: fue 
tan grande la caída de la economía 
y devaluación del año 2002, y tan 
buenos los precios de nuestras ex-
portaciones en la última década, 
que existió mayor margen para que 
la expansión de la producción se 
mantenga durante un período de 
tiempo más extenso que el usual, 
antes que la situación se vuelva gra-

Fuente: IERAL en base a OJF y Asociados y estimaciones propias de PIB nominal desde 2007 y de Reservas BCRA desde 2013.

Reservas BCRA / PIB en último siglo

dualmente inviable, desde el punto 
de vista externo y fiscal (como aho-
ra está ocurriendo). 

Algunos datos que abonan dicha 
tesis son los siguientes. Entre 2006 
y 2013, Argentina:
»» Pasó de un superávit fiscal del 

1,9% del PIB a un déficit del 2,7%, 
entre Nación y Provincias, que re-
sulta del 4,6% si no incluyen entre 
los ingresos las rentas de ANSES y 
el BCRA. Entre 1961 y 2003, el défi-
cit fiscal promedio fue del 4,7% del 
PIB.
»» En el mismo lapso, el superávit 

comercial pasó del 6,3% al 1,9% del 
PIB, mientras que el resultado de 
cuenta corriente lo hizo de 3,6% a 
-0,35% del PIB. Entre 1930 y 2003, 
el resultado promedio en cuenta 
corriente fue 0,82% del PIB.

»» Como consecuencia de una in-
sostenible política energética, la 
balanza comercial en dicho rubro 
pasó de un superávit del 2,9% a un 
déficit del 0,9% del PIB.
»» La tasa de inflación minorista su-

bió desde el 10,9% en 2006 a 25% en 
2013.

Sin acceder a los mercados volun-
tarios de deuda, las Reservas en 
moneda extranjera del BCRA pasa-
ron de representar 15,1% a 6,7% del 
PIB en el lapso mencionado. Entre 
1930 y 2003, las reservas resultaron 
en promedio equivalentes a 7,9% 
del PIB.

Si se prosigue con la misma estra-
tegia de expansión económica en 
base a consumo privado y públi-
co, malos incentivos en el sector 
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Ahora podrá adquirir las tablas de nuestra publicación 

DOS SIGLOS DE ECONOMIA ARGENTINA 1810-2011

actualizadas hasta el último dato disponible en

http://www.fundacionnorteysur.org.ar/dos_siglos_on-line/

energía, escasos niveles de compe-
titividad, e inexistente acceso a los 
mercados voluntarios de deuda, se 
llegaría al año 2015 con un nivel 
de reservas de alrededor de 20 mil 
millones de dólares, equivalentes a 
un 3,6% del PIB. Tal guarismo sería 
el más bajo desde 1981. Pueden en-
contrarse relaciones similares sólo 
en un 23% de los años en el período 
de cien años que va de 1913 a 2013, 
la mayoría de ellos concentrados 
entre fines de los años cuarenta y 
comienzos de los ochenta, tras la 
gran caída en reservas que siguió a 
la Segunda Guerra Mundial.

Como se lo mire, Argentina está 
nuevamente camino a una crisis de 
financiamiento externo, si no cam-
bia su estrategia macroeconómica. 
Dicha estrategia, similar a la apli-
cada en buena parte de las últimas 
siete décadas, cuenta con un atrac-
tivo político: inicialmente rinde 
frutos más rápidos en materia de 
expansión económica, lo cual suele 
derivar en consecuencias también 

rápidas en materia de cosecha de 
votos. Cuando la inviabilidad ace-
cha, siempre existen algunos meca-
nismos de fácil y rápida aplicación 
para esconder temporalmente los 
efectos, tales como cerrar más la 
economía o controlar los movi-
mientos de capitales. Con suerte, 
estas medidas permiten trasladar la 
etapa del ajuste hasta después del 
recambio de gobierno. Tales estra-
tegias suelen “cerrar” políticamen-
te en el corto plazo, pero resultan 
un pesado lastre para el objetivo de 
aumentar el bienestar de la pobla-
ción a largo plazo, lo cual nos aleja 
paulatinamente de los estándares 
internacionales. 

Los problemas generados por las 
estrategias cortoplacistas comen-
tadas tienen su correlato en el mer-
cado laboral. Para visualizarlo más 
claramente, se puede comparar la 
situación existente en Argentina 
respecto a Chile y Australia. El pri-
mero, por contar con similar ubica-
ción geográfica que nuestro país, y 

obviamente formar parte de la re-
gión latinoamericana, aun conside-
rando que tiene una organización 
institucional de tipo unitaria. El 
caso de Australia, de organización 
federal, por ser desde siempre con-
siderado como un país que goza, 
por consideraciones geográficas y 
de otra índole, de similares poten-
cialidades productivas que Argen-
tina. 

En base a una población de 17,3 
millones en Chile, 21,3 millones en 
Australia y 40,1 millones en Argen-
tina, la tasa de actividad (porcenta-
je de población económicamente 
activa respecto a la población to-
tal) presenta resultados claramente 
diferentes entre países. Argentina 
exhibe, para el año 2012, una tasa 
del 46,3% del total de habitantes, 
mientras que en Australia resul-
tó del 51,6% y en Chile del 56,3%. 
Esto configura un primer problema 
estructural del mercado laboral ar-
gentino, su relativamente baja tasa 
de participación.
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Además, en el año 2012 Argentina 
promedió una tasa de desempleo 
cercana al 6,9%, similar a la de 
Chile, que en nuestro caso signi-
ficaban 1,3 millones de personas 
desocupadas. Pese a los progresos 
alcanzados, la evidencia compa-
rativa respecto a Australia (donde 
el 2,2% de los activos se encuentra 
desocupado) da cuenta de que aún 
existe mucho trabajo por realizar 
para lograr la inclusión laboral de 
los trabajadores que cuentan con 
menores oportunidades de inser-
ción. Esto constituye un segundo 
problema por resolver: una tasa de 
desempleo aún relativamente alta, 
a pesar de los progresos logrados al 
respecto entre 2003 y 2007. 

Por otro lado, es relevante observar 
la participación del empleo públi-
co en el total de puestos ocupados 
de la economía. En este sentido, la 
información da cuenta de que en la 
actualidad existen en Argentina 3,4 
millones de asalariados vinculados 
al ámbito público, los cuales llegan 
a representar el 19,4% del total de 
ocupados. En el caso de Chile, tan 
sólo un 9,7% de asalariados se ubi-
can en el sector público, aunque se 
debe aclarar que dicho país presen-
ta una organización institucional 
unitaria, que evita contar con el 
nivel intermedio de gobierno y por 
ende ahorrar costos para el Estado. 
Sin embargo, si se compara con 
Australia, que cuenta con una orga-
nización federal, se encuentra que 
en dicho país el 16,3% de los traba-
jadores se desempeñan en el ámbi-
to público, inferior al guarismo de 
Argentina. 

En la inserción laboral en el ámbito 
privado se puede distinguir entre 

empleos informales y precarios de 
aquellos que gozan de mejores con-
diciones laborales y retribuciones 
propias de la formalidad. Así, 
la definición de informalidad 
ampliada (empleos infor-
males y precarios) nuclea 
a los patrones de estable-
cimientos de hasta 5 tra-
bajadores y cuentapro-
pistas no profesionales, 
con baja retribución en 
ambos casos; trabajadores 
asalariados no registrados 
y trabajadores sin salarios. 

En Argentina existen 6,8 mi-
llones de trabajadores con ocupa-
ciones precarias, que llegan a re-
presentar el 38,9% de los puestos 
ocupados. Esto es, prácticamente 
cuatro de cada diez ocupados se 
desempeñarían en empleos preca-
rios y de baja productividad. 

Este antecedente presenta una inci-
dencia significativamente inferior 
en Chile (18,6%) y prácticamente 
nula en el caso de Australia (0,2%), 
país este último donde las contri-
buciones a la seguridad social no 
son recaudadas sobre el valor de 
la nómina salarial, sino a través de 
impuestos a las rentas aportados 
por los trabajadores. Esta situación 
configura un cuarto problema es-
tructural del mercado laboral local, 
para el cual resulta imprescindible 
plantear estrategias que mitiguen 
la abrumadora incidencia del em-
pleo informal y de baja calidad. 

Planteado de otra manera, puede 
decirse que el 41,3% de los ocupa-
dos del país (unos 7,3 millones) 
se encuentran ocupados en pues-
tos formales del sector privado en 

Los problemas 
generados por 

las estrategias 
cortoplacistas tienen 

su correlato en el 
mercado laboral.
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Argentina. Esta incidencia resulta 
significativamente inferior a la ob-
servada en Chile (71,7%) y Australia 
(83,5%). Se visualiza aquí un grave 
problema para la economía local: 
cuenta con demasiadas pocas per-
sonas ocupadas en actividades for-
males y de mayor productividad en 
el sector privado. Tales personas 
deben contar con ocupaciones que 
generen recursos para sí, sus fami-
lias, y sostener un Estado que adi-
cionalmente debe proveer servicios 
a un alto porcentaje de ocupados 
informales.

En definitiva, Argentina enfrenta 
problemas de fondo en su merca-
do laboral, dada la baja proporción 
de personas que se desempeñan en 
puestos de trabajo formales y en 
el sector privado. Esta situación se 
origina en una presión tributaria 
que ha alcanzado niveles récord, 
pero también en una estrategia 

económica que conlleva una espe-
cialización productiva focalizada 
preponderantemente en el merca-
do interno, en lugar de privilegiar 
actividades que gozan de mayores 
potencialidades estáticas y dinámi-
cas de inserción internacional. 

¿Cuál es la estrategia necesaria, en-
tonces, para generar masivamente 
empleos de calidad y a la vez evi-
tar la restricción externa y el “stop 
and go”? La clave reside en que la 
mayor parte de los nuevos empleos 
se generen en sectores que cuenten 
con potencial exportador. Se trata 
de privilegiar un modelo competi-
tivo exportador, que se concentre 
principalmente en la inserción ex-
terna del país, en productos de ma-
yor valor agregado, por ende con 
mayor necesidad de mano de obra 
por unidad de producto que las 
exportaciones primarias. Adicio-
nalmente, dado que la producción 
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de bienes exportables se encuentra 
ubicada en gran medida en el in-
terior productivo, más que en las 
grandes urbes, su éxito garantizaría 
un desarrollo económico regional-
mente integrado. 

No se trata simplemente de abrir 
la economía, pues previamente se 
debe contar con un claro y consis-
tente Plan de Competitividad, de 
inserción externa de nuestras em-
presas, instrumentado como políti-
ca de estado. Anteriores políticas de 
apertura en las últimas décadas, al 
no consolidarse junto a una estra-
tegia exportadora de largo aliento, 
llevaron finalmente al atraso cam-
biario y culminaron también en 
crisis fiscales y de balanza de pagos, 
como el viejo modelo proteccionis-
ta e inflacionario. 

La estrategia debe, por tanto, pro-
mover una Argentina Competitiva, 
con alta inserción externa, funda-
da en sectores estratégicos para el 
desarrollo, generadores de mayor 
valor agregado; una Argentina Pro-
ductiva, en el sentido de promover 
la creación de empleos formales y 
de mayor productividad en el sec-
tor privado de la economía; y una 
Argentina Federal, contemplando 
en su diseño las potencialidades de 
desarrollo estratégico de cada re-
gión del país. 

Lo más preocupante en todas es-
tas décadas es que Argentina no ha 
encontrado aún una organización 
para su economía que garantice cre-
cimiento sostenido y mayor bienes-
tar para su población a largo plazo. 
Se cambió varias veces de estrategia, 

se pasó de economía abierta a cerra-
da y viceversa, se probó con mayor 
y menor intervención estatal, pero 
seguimos sin encontrar un modelo 
económico de alta competitividad 
y calidad institucional que permi-
ta insertarnos en el mundo en for-
ma sustentable, con un desarrollo 
exportador de alto valor agregado. 
Seguimos mirando hacia atrás y no 
hacia adelante, y quizá esto es lo más 
grave: cumplimos tres décadas de 
democracia con una organización 
de la economía que cada vez se pare-
ce más a la de la década del 70 u 80, 
y que en el plano internacional se 
parece más a lo que hace Venezuela 
que al camino de Chile o Perú. Una 
vez más, estamos perdiendo el tiem-
po con nuestra economía.
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El nuevo paradigma 
del derecho: el 

Estado de Derecho 
Constitucional 
¿Hay un nuevo 

derecho?
por Daniel Alejandro Herrera

Planteo de la Cuestión: Lo 
nuevo, lo viejo y lo permanente.

Estamos viviendo el comienzo de 
un nuevo milenio, que en muchos 
aspectos se lo presenta como un 
cambio de época. ¿Estamos por 
tanto asistiendo al fin de la mo-
dernidad tal como la conocimos 
hasta el momento? ¿Es el comienzo 
de algo nuevo, que a falta de otra 
denominación mejor, llamamos 
posmodernidad? Esto nos lleva a 
replantear muchas cosas, especial-
mente en el campo jurídico. Tam-
bién aquí podemos preguntarnos  
¿hay un nuevo derecho?. Parecería 
que sí. En derecho nos enfrentamos 
a un nuevo paradigma: El Estado de 
derecho constitucional que viene a 
reemplazar al Estado de derecho 
legal moderno, positivista y for-
malista. Nuevo paradigma con su 
núcleo duro constituido por el De-
recho de los derechos humanos y 
el principio democrático. En todas 
las épocas siempre lo nuevo pro-
duce fascinación, mientras que lo 
viejo es dejado de lado. Sin embar-
go, hay cuestiones e interrogantes 
permanentes porque se refieren a la 
esencia de lo humano. Se trata de la 
distinción entre lo nuevo, lo viejo y 
lo permanente. 

El Estado de Derecho.

Si tuviéramos que definir en una 
frase el paradigma del derecho mo-
derno, este sería sin lugar a duda 
el Estado legal de derecho, de raíz 
positivista y que está construido 
en torno a la ley como fuente cua-
siexclusiva del derecho. El modelo 
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más elaborado científicamente fue 
el Kelseniano que en su teoría pura 
pretende despojar al derecho de 
toda contaminación producida por 
elementos extraños, tanto morales 
o religiosos, como ideológicos o so-
ciológicos, reduciendo el derecho 
a las normas positivas puestas, sin 
perjuicio de apoyarse todo el siste-
ma en una gran norma fundamen-
tal meramente supuesta o hipoté-
tica que remite a reconocer como 
derecho aquel que fue impuesto 
por el que tuvo la fuerza para sos-
tenerlo, como lo demuestra con su 
teoría de la revolución. A partir de 
allí todo el sistema piramidal jerár-
quico de normas es puramente for-
mal basándose en el test de origen 
o pedigree, que establece la validez 
de las normas si fueron sanciona-
das conforme al procedimiento 
establecido por la norma superior, 
sin importar su contenido que es 
impuesto arbitrariamente por el le-
gislador 1.  

Este paradigma se da en el marco 
del Estado nacional moderno sus-
tentado sobre la idea de soberanía 
nacional, que por tanto no recono-
ce ninguna autoridad o poder por 
encima suyo, más allá del pueda 
imponerse por la fuerza y contra el 
que hay que luchar para librarse de 
su yugo. Efectivamente el Derecho 
Internacional no es considerado 
como un sistema jurídico creado 
por una autoridad superior, sino 
más bien se trata de un sistema 
construido sobre la base del reco-
nocimiento del Estado nacional so-
berano por parte de la comunidad 
internacional de Estados sobera-

nos, y cuya soberanía se basa en la 
fuerza que permite sostenerla. De 
esta manera, el sistema internacio-
nal así considerado no permite la 
injerencia de los estados, ni indi-
vidualmente, ni asociados, en los 
asuntos internos de otro estado 
soberano. 

Esto fue así, hasta mediados del 
siglo XX con la formación de las 
Naciones Unidas con posterioridad 
a la segunda gran guerra mundial, 
como un sistema de organización 
jurídico-política de la comunidad 
internacional por encima de los es-
tados soberanos parte, si bien no se 
trata de un superestado. Esto no se 
dio naturalmente y sin dificultades. 
La corta historia de las Naciones 
Unidas (de un poco más de medio 
siglo) atestigua la difícil conviven-
cia de un orden jurídico-político 
internacional con la existencia de 
órdenes jurídico-políticos sobera-
nos en los distintos estados. Tam-
poco se logró una igualdad entre 
los estados, pues si bien el princi-
pio de igualdad rige fundamental-
mente en la Asamblea, no sucede lo 
mismo en el Consejo de Seguridad 
integrado sólo por algunos estados 
y dentro de éste aún podemos dis-
tinguir los miembros permanentes 
con poder de veto (USA, Rusia, Chi-
na, Francia y Gran Bretaña) y los 
miembros no permanentes elegi-
dos por dos años por la Asamblea. 
En el caso de los primeros (miem-
bros permanentes) el criterio utili-
zado es el del poder, al ser potencias 
mundiales y por tanto tener mayor 
poder de facto que otros estados, lo 
que le da cierto mayor poder de iure 

al integrar el Consejo de Seguridad 
con derecho a veto. Llama la aten-
ción la ausencia de Alemania entre 
los miembros permanentes, pero la 
misma se explica como una conse-
cuencia de su derrota en la segunda 
guerra mundial cuando nacieron 
las Naciones Unidas y el temor que 
todavía existía en que la nación ger-
mana volviera a resurgir como una 
amenaza para la paz mundial. Hoy 
ya no existen esos temores por lo 
que no sería de extrañar que por su 
actual poderío a corto plazo integre 
el número de miembros permanen-
tes del Consejo de Seguridad. Otro 
caso parecido, sería el de Japón 
también derrotada en la gran con-
flagración mundial.

El Estado de Derecho 
Constitucional y El Derecho 
Internacional de los Derechos 
Humanos.

A partir de la posguerra parece im-
ponerse una idea de derecho tam-
bién originada en occidente, como 
es la idea de los derechos humanos, hoy 
internacionalizada o pseudogloba-
lizada mediante lo que se conoce 
como el Derecho Internacional de los 
Derechos humanos, transformado en 
virtud de los pactos y tratados in-
ternacionales en una especie de su-
perderecho o supraderecho por encima 
de los derechos nacionales de cada 
uno de los estados, que por otra 
parte deben incorporarlo como 
parte del mismo, lo que constituye 
una verdadera transformación de la 
noción de soberanía nacional en el 
plano jurídico. 
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Con motivo del 

nacimiento de verdaderos 

sistemas internacionales 

de protección de los 

derechos humanos, aparece 

la persona humana con su 

intrínseca dignidad como 

nuevo sujeto de derecho 

internacional

En el aspecto jurídico en el nuevo 
paradigma del Estado de Dere-

cho conocido como Estado 
de Derecho Constitucional se 

produce una constitucio-
nalización de todo el de-

recho, tanto público 
como privado (hoy 
cualquier cuestión 
jurídica se convier-
te en una cuestión 
constitucional) , 
como ha sucedido 

explícitamente en 
nuestro país al cons-

titucionalizarse en la 
reforma de 1994 el de-

recho internacional de los 
derechos humanos, con la 

inclusión de los tratados interna-
cionales de derechos humanos con 
jerarquía constitucional por el art. 
75 inc. 22. 

Ahora bien, como fruto de esta in-
corporación de los tratados inter-
nacionales simultáneamente con 
esta constitucionalización de todo 
el derecho se ha producido una in-
ternacionalización del Derecho consti-
tucional, que no se limita al aspecto 
normativo con la supremacía cons-
titucional de los tratados inter-
nacionales de derechos humanos 
respecto a las leyes, como anterior-
mente sucedía solamente respecto 
al texto constitucional (hoy existe 
una equiparación entre el texto de 
la constitución y el de los tratados 
internacionales con jerarquía cons-
titucional), sino que se extiende al 
aspecto jurisdiccional con la apa-
rición de las cortes internaciona-
les tanto a nivel regional (la Corte 
Interamericana o la Corte Euro-
pea) como mundial (la Corte Penal 
Internacional, etc.). En materia de 

derechos humanos, tanto la corte 
europea como la americana ejercen 
el control de convencionalidad, que es 
una especie de control de constitu-
cionalidad internacional y que más 
allá del reconocimiento de ciertos 
márgenes de  apreciación exclusi-
va de los Estados, obligan a estos a 
adaptar su ordenamiento jurídico 
tanto legal como jurisdiccional a 
los términos de la convención re-
gional de derechos humanos. 

Con motivo del nacimiento de ver-
daderos sistemas internacionales 
de protección de los derechos hu-
manos, aparece la persona humana 
con su intrínseca dignidad como 
nuevo sujeto de derecho interna-
cional junto con los estados nacio-
nales y contra esos mismos estados 
en tanto y en cuanto no reconoz-
can o violen esos derechos funda-
mentales. Como dice el profesor 
español Rafael de Asis, el proceso 
de internacionalización de los dere-
chos humanos, “se caracteriza por un 
cambio en la relación entre el individuo 
y el Estado. Por el lado del Estado, apa-
rece una instancia de poder superior a 
él, lo que a su vez produce que el concep-
to clásico de soberanía se tambalee. En 
determinados ámbitos del Derecho se 
amplía su esfera de validez limitada an-
teriormente a las fronteras nacionales. 
Por el lado del individuo, su status va-
ría, estableciendo ciertas relaciones con 
esa nueva instancia, lo que produce a 
su vez modificaciones respecto a las que 
mantenía con el poder estatal. Desde 
esta perspectiva, los derechos fundamen-
tales ya no se refieren exclusivamente a 
una relación de dos polos, individuo y 
Estado, sino que aparece un tercer ele-
mento representado por una instancia 
supranacional”2. 
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Situaciones paradójicas del 
nuevo paradigma.

Así el catedrático español plantea 
que la fundamentación, recono-
cimiento, implementación y ga-
rantía de los derechos humanos o 
derechos fundamentales se da en 
el marco de situaciones paradójicas, 
como la que existe entre la noción 
de derecho fundamental como lí-
mite al poder del Estado y la nece-
sidad del reconocimiento del siste-
ma de protección internacional por 
parte de los Estados a través de sus 
poderes a limitar, o la que se da en-
tre el reconocimiento del status de 
la persona humana como sujeto in-
ternacional además de los Estados, 
e incluso contra los estados como 
sucede en caso de violaciones de los 
derechos humanos, pero por otro 
lado dicho status también depende 
del reconocimiento de los Estados 
de someterse convencionalmen-
te al Derecho Internacional de los 
Derechos humanos, o también la 
que se da para algunos entre el po-
der constituyente como fuente del 
derecho y del poder y los poderes 
constituidos que de derecho y de 
hecho ejercen el poder y determi-
nan el derecho, o también por un 
lado, entre la idea de los derechos 
humanos como límites del poder 
de los Estados y por otro la cues-
tión de quien fija los límites a estos 
nuevos poderes supranacionales3.

Si bien es cierto que la necesidad 
del reconocimiento convencional 
de los Estados de someterse al sis-
tema internacional de los Derechos 
humanos hace que la limitación 
del poder del Estado dependa de la 
situación paradójica del reconoci-
miento voluntario de éste de autoo-

bligarse o autosometerse, también 
es cierto, que de hecho hoy existe 
una presión internacional de tal 
envergadura que es casi imposible 
que un estado pueda autoexcluirse 
sin soportar consecuencias polí-
ticas, jurídicas y económicas muy 
graves. Quizás este sea un privile-
gio que solo pueden darse algunas 
superpotencias al desconocer cier-
tos aspectos del sistema que no les 
conviene a sus intereses sin sufrir 
las correspondientes consecuencias 
como cualquier otro estado. Este es 
un ejemplo en la actualidad de la 
desigualdad entre los estados fun-
dadas en cuestiones de poder y que 
la verdadera paradoja, por lo tanto, es 
entre un poder que tiende a expandirse 
ilimitadamente a menos que lo lími-
te otro poder opuesto y la idea de un 
derecho que racionalice y límite al poder 
aunque para hacerlo dependa de la 
fuerza del propio poder estatal a li-
mitar.

No menos compleja es la otra pa-
radoja de la limitación del poder 
internacional, que como todo po-
der no es ajeno a la extralimitación, 
incluso no respetando las zonas 
de reserva de los distintos estados 
nacionales que de esta manera se 
verían ante el peligro de una intro-
misión arbitraria violatoria de su 
soberanía. Si se diera esta situación 
paradójica, ¿quién limita al poder 
internacional? ¿Acaso los derechos 
de los pueblos organizados como 
estados nacionales puedan ser lí-
mite al poder de las instancias in-
ternacionales o supranacionales? 
¿O son los mismos derechos fun-
damentales los que limitan tanto 
al poder de los estados nacionales 
como el de la misma comunidad 
internacional y de sus órganos? No 
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es fácil  la respuesta a esta cuestión, 
si es que la tiene dentro de la lógica 
interna del propio sistema. Hoy por 
hoy se están dando los primeros pa-
sos en la delimitación de este nue-
vo derecho. Quizás con el tiempo 
pueda verse más claro el panorama 
y prime la prudencia por sobre las 
ambiciones desmedidas y los inte-
reses mezquinos, lo que por el mo-
mento no parece lo más probable 
lamentablemente. 

Por último, tenemos el fenómeno 
del multiculturalismo plantea nue-
vos y complejos problemas al es-
quema de este nuevo derecho, pues 
se plantea una nueva paradoja entre 
un sistema jurídico que responde 
a un molde cultural como es el del 
occidente secularista que pretende 
alcanzar dimensiones universales 
a través del Derecho Internacional 
de los derechos humanos y las par-
ticularidades propias de la diver-

sidad cultural con las identidades 
propias de cada cultura, lo que en 
principio parecería que requeriría 
un derecho propio a su realidad 
cultural. Dicho de otra manera y 
volviendo a lo ya dicho al comienzo 
de esta artículo, la encrucijada que 
se da entre una universalización e 
internacionalización pseudoglo-
balizada del derecho por encima 
de los derechos nacionales, como 
manifestación de la globalización 
del mundo actual y la particulari-
zación e intranacionalización del 
derecho dentro de los distintos 
derechos nacionales, como mani-
festación del multiculturalismo 
existente, ya sea de raíces étnicas, 
religiosas, etc. Sin embargo y aquí 
reside lo fundamental de la parado-
ja, estas reivindicaciones multicul-
turales de las minorías nacionales 
y de las pluralidades étnicas dentro 
de los distintos estados son plan-
teadas en términos de derechos, 
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particularmente de derechos de las 
minorías. Es cierto que estos recla-
mos se dan fundamentalmente en 
el seno de sociedades y democracias 
occidentales, más que en otras de 
otro origen cultural, aunque sin 
perjuicio de ello, plantea no pocos 
problemas para compatibilizar los 
derechos de las mayorías con los de 
las minorías. 

Algunas consideraciones finales.

Nos puede gustar o no el derecho 
que rige en la actualidad, pero es 
el que hoy está en vigencia, el que 
se aplica. De la misma manera que 
nos podía gustar o no el modelo 
positivista formalista moderno, 
pero era el que se impuso en una 
época determinada. Por tanto, si 
hay un nuevo derecho es porque 
sustituye uno anterior. Ahora bien, 
el derecho sustituido no es el dere-
cho clásico greco-romano-cristiano 
que se transforma en derecho co-
mún y que como todo lo clásico 
mantiene su vigencia a pesar del 
paso del tiempo. El derecho susti-
tuido es el del Estado de derecho 
legal positivista y formalista consi-
derado como un sistema de normas 
positivas solamente construido so-
bre la base de los estados naciona-
les soberanos. 

En cambio, el nuevo paradigma del 
Estado de derecho constitucional 
considera al derecho como un sis-
tema de normas positivas y princi-
pios, que a diferencia de aquellas no 
valen por su origen formal confor-
me a si fueron sancionadas por un 
órgano, sino por su contenido ma-
terial, adquiriendo una dimensión 
de peso e importancia que permite 
su interpretación y ponderación, 

carente en las normas jerárquica-
mente estructuradas de acuerdo 
a su origen4. Aquí reside la 
principal diferencia entre 
ambos modelos o para-
digmas. En este mode-
lo constitucionalis-
ta, los que operan a 
modo de principios 
o son derivados de 
los principios son 
justamente los de-
rechos humanos o 
derechos fundamen-
tales. Por lo tanto, el 
núcleo del nuevo pa-
radigma lo constituye el 
Derecho de los derechos 
humanos incorporado a las 
constituciones a través del recono-
cimiento de las declaraciones y tra-
tados internacionales.

Ahora bien, este nuevo modelo o pa-
radigma, ni es la panacea que resuel-
ve definitivamente todos los proble-
mas, ni es una catástrofe que hace 
volar por los aires toda la estructura 
jurídica. En él podemos distinguir 
tanto cosas positivas o ventajas 
como aspectos negativos o riesgos. 
A continuación haré un breve deta-
lle de algunas ventajas y riesgos.

Entre las ventajas podemos señalar 
las siguientes:

1.	La centralidad de la persona hu-
mana y su dignidad frente a la cen-
tralidad del Estado en el modelo 
legalista anterior.

2.	La rematerialización del derecho 
con la incorporación de los dere-
chos fundamentales como conte-
nido sustancial, a diferencia del 
esquema formalista anterior.

El nuevo 

paradigma del 

Estado de derecho 

constitucional 

considera al derecho 

como un sistema de 

normas positivas y 

principios
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3.	La rehabilitación de la dimen-
sión práctica valorativa o axioló-

gica de la realidad jurídica en 
reemplazo de una visión 

meramente descriptiva 
como la del positivis-

mo legalista.

4.	La interpretación 
de principios que 
exige una adecuada 
interpretación de 
los mismos, en lu-
gar de la aplicación 

mecánica de normas 
positivas independien-

temente de su contenido.

5.	 La Constitución con sus 
principios y valores como fuente 
del derecho a la cual se tiene que 
acomodar el resto del ordenamien-
to, en sustitución a la idea de una 
Constitución entendida como un 
mero programa político dirigido 
fundamentalmente al Poder legis-
lativo que tenía que traducirlo en 
derecho normativo.

Entre los riesgos podemos desta-
car:

»» Si no justificamos racionalmente 
los principios más allá de la propia 
Constitución que tiene que recono-
cerlos, solamente sustituiremos un 
positivismo legalista por un positi-
vismo constitucionalista, subiendo 
solamente un escalón en la jerar-
quía de la estructura normativo-
positiva, considerada como única 
realidad jurídica.

»» La expansión del derecho cons-
titucional sobre las otras ramas o 

disciplinas del derecho, tanto pú-
blico, como privado, mediante la 
aplicación directa de las normas 
constitucionales operativas por 
encima de las normas legales, res-
tándole virtualidad jurídica a las 
mismas.

»» El peligro de caer en un positi-
vismo judicial mediante una inter-
pretación “libre” de los derechos o 
principios contenidos en la Cons-
titución, favorecida por la textura 
abierta de las normas o cláusulas 
constitucionales. Aquí habría que 
distinguir entre el modelo europeo 
unificado por la jurisprudencia de 
los tribunales constitucionales y el 
sistema americano difuso donde 
cada juez realiza el control de cons-
titucionalidad.

»» La posible inseguridad jurídica 
que surgiría de esa interpretación 
“libre” a que hicimos referencia en 
el número anterior.

»» La relación existente entre los 
principios y valores constitucio-
nales y cierto relativismo moral, 
considerado como la única postura 
ética compatible con el actual plu-
ralismo. Lo que lleva a la tensión 
inevitable entre una ética o moral 
más flexible y la rigidez del derecho 
y sus instituciones que se afianzan 
con el correr de los años.

Ahora bien, este es el nuevo pa-
radigma del derecho y vino para 
quedarse. Como vimos hay muchas 
cosas positivas y otras que consti-
tuyen un peligroso riesgo. Lo que sí 
es seguro es que el paradigma mo-
derno del estado legal del derecho 

El nuevo paradigma 

del Estado de Derecho 

Constitucional viene a reemplazar 

el viejo modelo del Estado de 

derecho legal. Sin embargo, hay 

aspectos del derecho, que son 

clásicos, que permanecen porque 

hacen a su esencia
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al que vino a sustituir estaba agota-
do. No es a ese derecho al que hay 
que recurrir para corregir las des-
viaciones que pueda tener el nuevo 
modelo. Es más bien, el modelo clá-
sico con su paradigma sapiencial 
funda todo el derecho, tanto inter-
no como internacional en los prin-
cipios del derecho natural que sur-
ge de la naturaleza del hombre (ser 
racional) y su intrínseca dignidad, 
el que con su permanente vigencia 
nos puede dar luz para solucionar 
los problemas que surgen a partir 
del nuevo modelo. 

Corolario: lo nuevo, lo viejo y lo 
permanente

Decíamos en el comienzo que la 
cuestión que nos ocupa se refie-
re a la distinción entre lo nue-

vo, lo viejo y lo permanente. El 
nuevo paradigma del Estado de 
Derecho Constitucional viene a 
reemplazar el viejo modelo del 
Estado de derecho legal. Sin em-
bargo, hay aspectos del derecho, 
que son clásicos, que permane-
cen porque hacen a su esencia, 
como ser el principio de justicia 
o del bien común. De la misma 
manera, que hay aspectos del 
hombre que permanecen por-
que hacen a su esencia, más allá 
de las distintas formas en que se 
manifiestan, como sucede con 
la racionalidad y la politicidad. 
Ahora bien, como dijimos al co-
mienzo, hoy estamos fascinados 
por lo nuevo, pero no olvidemos 
que lo que hoy es viejo en algún 
momento fue nuevo y que lo 
que hoy es nuevo, con el tiempo 

se irá volviendo viejo y será deja-
do de lado como todo lo viejo. 
Por eso, más allá de lo nuevo y 
lo viejo, lo único que queda es lo 
permanente con su siempre ac-
tual novedad.
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Estado empleador, 
benefactor o clientelista?

Hay 14.400.0001 personas con ingresos dependientes del 
Estado, son el 35% de la población, y aumentaron 64% 

desde 2002. El empleo público creció 66% desde ese año. 
¿Cómo llegamos a esta situación?
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El Estado tenía originalmente la 
función de producir los bienes pú-
blicos indelegables por excelencia, 
es decir, los bienes claves para ir 
logrando la igualdad de oportu-
nidades en la sociedad: educación, 
salud, justicia, seguridad y defensa.

En la década del 30 se fueron agre-
gando mas funciones al Estado, 
como hacer obras públicas y ocu-
par gente, bajo el lema “es mejor 
hacer un pozo y volverlo a tapar 
que tener un alto desempleo”. Tam-
bién en esa época se agregó la fun-
ción de regulación de la economía 
en dosis importantes. Cada sector 
debía tener su regulación: la Junta 
Nacional de Granos, la Junta Na-
cional de Carnes, la Junta Nacional 
de la Yerba Mate, la de las Papas, 
etc. También la junta nacional de 
los bancos, es decir el Banco Cen-

tral, creado en 1935, que regula la 
actividad de estas actividades fi-
nancieras.

En la década del 40 se aceleró la 
idea que el Estado no solo podía re-
gular sino que podía ser empresario 
también. Se estatizaron los ferroca-
rriles, los teléfonos, la electricidad, 
el gas, y prácticamente todos los 
servicios públicos.

En las décadas del 50 y 60 el Es-
tado debía también proteger las 
fuentes de trabajo y expropiar em-
presas con problemas económicos, 
para mantener la ocupación de las 
empresas fallidas. Así, el Estado se 
llenó de empresas, mayormente no 
competitivas.

En los ’90 se inició un proceso de 
reformas que no fue concluido, en 

2000 llegó a ejecutarse sólo el 54% 
de las medidas necesarias para fi-
nalizarlo con éxito. A partir de ese 
año las medidas se fueron retrotra-
yendo, lentamente al principio y 
con más rapidez desde 2006, hasta 
alcanzar actualmente un optimista 
30% de ejecución. Que el proceso 
haya quedado por la mitad en su 
momento fue peor que no haberlo 
iniciado, ya que al no estar consoli-
dado se hizo más fácil su reversión.

De este modo, el Estado argentino 
fue creciendo, avanzando sobre la 
actividad privada, introduciéndose 
cada vez más en funciones que no 
le son propias y, por lo tanto, cada 
vez son más las personas cuya sub-
sistencia depende de él.

La necesidad de paliar los efectos de 
la crisis económica de 2001-2002 

FUENTE: NyS en base a OJF&Asoc, Mecon, ANSES, BCRA, INDEC, Mo de Trabajo y Mo de Desarrollo Social.

Personas con ingresos dependientes del Estado
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exacerbó la tendencia a resolver los 
problemas de pobreza entregando 
subsidios o pensiones (válido como 
solución de emergencia, pero no per-
manente), en lugar de propiciar las 
condiciones para que la obtención de 
un trabajo dignamente remunerado 
permita la mejora en las condiciones 
de vida de los ciudadanos. 

Como resultado, se produjo un au-
mento nunca antes registrado en la 
cantidad de personas cuyo ingreso 
depende del Estado, ya sea como 
remuneración por un empleo, pen-
siones, jubilaciones y diversas for-
mas de asistencia social. Mientras 
en 2002 alrededor de 8.778.000 
personas tenían ingresos depen-
dientes del Estado, en 2013 estima-
mos que esa magnitud asciende a 
14.400.000 personas, un 64% más.2 

1. Empleo Público

En 1960 había 1.358.000 emplea-

dos públicos. El 68% pertenecían al 
sector público nacional, el 23% al 
provincial y el 9% al municipal.

En 2013 se calculan 3.953.000 em-
pleados públicos, ó 3.509.000 si 
excluimos contratados, banca pro-
vincial y trabajadores informales 
para compatibilizar el dato con el 
de 1960. Ahora el 20% pertenece al 
sector público nacional, el 61% al 
provincial y el 19% al municipal.

Esto implica un crecimiento pro-
medio anual del empleo público 
del 1,8% (por encima del crecimien-
to poblacional promedio de 1,3%), 
con una caída promedio anual del 
-0,5% a nivel nacional, más que 
compensada con crecimientos de 
más de 3% a nivel provincial y mu-
nicipal. Estos comportamientos 
diversos se relacionan, en parte, 
con el proceso de privatización de 
empresas públicas y transferencia 
de servicios de Nación a provincias.

En el gráfico se observa la acele-
ración en el crecimiento del em-
pleo público a partir de 2003, con 
una tasa de crecimiento promedio 
anual entre 2003 y 2013 de 4,4% 
para el total, 3,8% a nivel nacional, 
4,2% provincial y por encima del 5% 
el municipal.

Si bien todos los sectores crecieron, 
resulta notable el aumento de los 
contratados en el SPN, el regreso 
de las “empresas del estado” y el 
aumento de la informalidad, detec-
tada por la EPH, a nivel provincial 
y municipal.

Un aspecto a considerar es la efi-
ciencia del empleo público para la 
sociedad que lo sostiene con sus 
impuestos. Por ejemplo, si bien se 
pagan los salarios docentes con im-
puestos, después hay que mandar a 
los chicos a la escuela privada por 
la caída de la calidad de la escuela 
pública en los últimos 20 o 30 años. 

NOTA: la serie histórica no incluye contratados, informales ni banca provincial.
FUENTE: F. NyS “Dos Siglos de Economía Argentina 1810-2010”, Cap. Sector Público; Mecon, INDEC.

EMPLEO EN EL SECTOR PUBLICO (número de personas)



37NúMERO 7 · DICIEMBRE · 2013

Personas con ingresos dependientes del Estado

Personas con ingresos dependientes del Estado

También se paga con impuestos a la 
policía y otras fuerzas de seguridad, 
pero los ciudadanos deben recurrir 
a guardias privados en muchos lu-
gares, por la falta de eficiencia en 
la seguridad, y los robos están en 
la tapa de todos los diarios. Lo mis-
mo con la salud, que se paga con 
impuestos pero en muchos casos 
obliga a recurrir a las prepagas pri-
vadas, por las largas esperas y baja 
calidad de la atención en los luga-
res públicos de salud, que incluso 
suelen no tener los elementos nece-
sarios, criterio que parece compar-
tir la máxima autoridad nacional.

Este gasto duplicado genera des-
igualdad social, en favor de quienes 
pueden afrontarlo, y exclusión fu-
tura para quienes son están en con-
diciones de hacerlo.

2. Asistencia Social

El crecimiento de la economía des-
de 2003 no fue acompañado por la 
disminución de la cantidad de per-
sonas dependientes de la asistencia 
social del Estado, por el contrario, 
el Plan Trabajar se transformó en 
Jefes(as) de Hogar, este en planes de 
empleo, Plan Familias, PRIST (coo-

perativas) y finalmente en la AUH 
(asignación universal por hijo). A 
estos planes nacionales habría que 
agregar programas similares a nivel 
tanto provincial como municipal.

Esto planes asistenciales deben 
funcional con un horizonte tempo-
ral, o sea, no pueden ser para toda 
la vida del beneficiario. Resulta 
redundante aclarar que no recha-
zamos la AUH, sólo resaltar que el 
crecimiento de la economía debería 
haber sido acompañado por gene-
ración de puestos de trabajo que 
permitieran reducir la necesidad 
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de este tipo de programas. Si bien 
el pico se alcanzó en 2011 y hoy es 
menor, en 2013 contamos con un 
11% más de personas asistidas que 
en 2002, y un 36% más que en 2008.

Aparece aquí el primer planteo de 
¿Estado benefactor o Estado clien-
telista? 

3. Jubilaciones y Pensiones

En el caso de las jubilaciones y pen-
siones debemos diferenciar entre 
las Pensiones No Contributivas y 
el Sistema de Seguridad Social pro-
piamente dicho.

Las pensiones no contributivas 
comprenden:
»» Las asistenciales son un beneficio 

otorgado a quienes no han realiza-
do aportes al Sistema de Previsión 
Social y acrediten tener necesidades 
básicas insatisfechas (a la vejez), a 
madres de 7 ó más hijos, y por dis-
capacidad. 
»» Las graciables son pensiones que 

pueden ser otorgadas por los legis-

ladores del Honorable Congreso de 
la Nación de acuerdo a lo estableci-
do en cada Ley de Presupuesto.
»» Las Pensiones por Leyes Especia-

les abarcan las otorgadas a Presi-
dentes y Vicepresidentes de la Na-
ción; Jueces de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación; Premios Nó-
bel; Primeros Premios Nacionales a 
las Ciencias, Letras y Artes Plásticas; 
Premios Olímpicos y Paralímpicos; 
Familiares de Personas Desapareci-
das; Pioneros de la Antártida; Pre-
cursores de la Aeronáutica y Prime-
ra Conscripción Argentina.

Las pensiones graciables y por le-
yes especiales se vienen reduciendo, 
mientras que las pensiones asis-
tenciales han aumentado un 600% 
desde 2002, de 176.000 casos a más 
de 1.200.000 estimados para 2013, 
es particular aquellas por invalidez 
aumentaron un 900% pasando de 
79.000 en 2002 a 791.000 en 2012. 
Los números hablan por sí solos.

En cuanto al Sistema de Seguridad 
Social, desde 2005, se habilitaron 

mecanismos de moratoria perma-
nente que posibilitaron jubilarse 
a 2.522.000 personas (dato oficial 
presentado en la Cuenta de Inver-
sión 2012) sin haber realizado la 
totalidad de aportes previos obliga-
torios. 

Aparece entones el segundo plan-
teo de ¿Estado benefactor o Estado 
clientelista? 

En diciembre de 20083 el Estado, 
por necesidad de fondos ante la 
caída de la recaudación por la crisis 
internacional y la implementación 
de las moratorias y jubilación anti-
cipada a partir de 2005 que generó 
rápidamente un importante flujo 
descontado negativo que obligó a 
buscar recursos para financiarlo, 
expropió el fondo de capitalización 
y el flujo de recursos mensuales, y el 
sistema volvió a ser de reparto.

Entre 2002 y 2013 la cantidad de 
beneficios del sistema aumentó un 
75%, equivalente a más de un 5% 
anual, deteriorándose la relación 
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aportante / pasivo, y comprome-
tiendo las futuras cuentas públicas 
y privadas de los futuros retirados.

4. Replanteo del Estado

Hay que mantener al 35% de la po-
blación (más si se incluyen las fami-
lias de los activos) con impuestos o 
equivalentes. La población activa 
que trabaja en el sector privado 
formal es casi 5,5 millones de per-
sonas, y otros 4 millones trabajan 
en negro y 4 millones más son no 
asalariados independientes, o sea 
que cada persona que produce algo 
en el sector privado, tiene que man-
tener a un poco más de 1 persona 
con ingresos dependientes del sec-
tor público. 

Esto resulta una carga demasiado 
pesada para trabajadores del sector 
privado y también para los empre-
sarios, y finalmente no tiene pers-
pectivas de ser sustentable. 

El problema del Sector Público no 
es sólo el tamaño que ha adquirido 
en actividades que ha venido agre-
gando cada gobierno sin un plan 
director orgánico, gasto que paga-
mos todos, sino también la crecien-
te ineficiencia que incrementa el 
gasto innecesariamente.

Se requiere un total replanteo pri-
mero en cuanto al alcance de lo que 
es conveniente que haga el Estado. 
En segundo término, definir en qué 
nivel debe prestarse el servicio, es 
decir en la Nación, en la Provincia 
o en el Municipio, ya que se dan 
bastantes casos en que las tres ju-
risdicciones hacen lo mismo, con 
el correspondiente costo triplicado 
Y, en tercer lugar, se debe contro-
lar operativamente los resultados 
del sector público, estableciendo 
patrones de eficiencia de lo que se 
defina que quede en el Estado. Hoy 
no hay control e incluso las normas 
que hay, no se respetan.

1.  Se considera a los “titulares” (padres) 
del programa Asignación Universal por 
Hijo, no la cantidad de niños, a fin de 
hacerlo compatible con los planes ante-
riores (Trabajar, Jefes y Jefas de Hogar, 
Familias, etc.). Si se contabilizan niños en 
lugar de titulares en número de personas 
asciende a 15.904.000.

2.  Ver detalle de la fuente de cada dato al 
final del artículo.

3.  Luego de un periodo de un año duran-
te el cual cada aportante pudo elegir si 
quería permanecer en el sistema de capi-
talización o volver al de reparto, habiendo 
elegido el 80% el de capitalización.

Una revisión y un replanteo total 
del destino de los recursos de los 
ciudadanos que haga al Estado 
más eficiente y eficaz, para que la 
carga sea menos pesada para todos, 
incluso para los más pobres que la 
pagan sin saberlo a través de im-
puestos tales como IVA e Ingresos 
Brutos.
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Fuentes de Información

CONCEPTO FUENTE

Empleo Sector Público No Financiero

Nación (APN) Indec, http://www.indec.gov.ar/nuevaweb/cuadros/18/e070201.xls 2013 Presupuesto

Provincias
Mo de Economía, Dirección de Coord. Fiscal con las Provincias 2011-2013 estimación 
propia

Municipios 
Mo de Economía, Dirección de Coord. Fiscal con las Provincias 2003-2013 en base a 
estimación propia y FIEL

Contratados PE, Otros Entes y Empresas Mo de Economía, Boletín Fiscal

Empleo Sistema Financiero Público

Nacional
Indec, http://www.indec.gov.ar/nuevaweb/cuadros/18/e070201.xls 2013 estimación 
propia

Provincial BCRA, Información de Entidades Financieras

Empleo Universidades
Indec, http://www.indec.gov.ar/nuevaweb/cuadros/18/e070201.xls 2013 estimación 
propia

Empleo Empresas del Estado
Indec, http://www.indec.gov.ar/nuevaweb/cuadros/18/e070201.xls 2013 estimación 
propia

Empleo Otros entes públicos Nacionales
Indec, http://www.indec.gov.ar/nuevaweb/cuadros/18/e070201.xls 2013 estimación 
propia

Informales Públicos Indec, Base Usuaria de Encuesta Permanente de Hogares, procesamiento propio

Seguro de Desempleo Mo de Trabajo, Boletín de Estadísticas Laborales 2013 últino dato correspondiente a abril

Planes de Empleo y Asistencia 

Jefes/as de Hogar Mo de Trabajo, Boletín de Estadísticas Laborales

Programas de Empleo (MTSS) Mo de Trabajo, Boletín de Estadísticas Laborales 2013 últino dato correspondiente a abril

Familias / Argentina Trabaja (MDS) Mo de Desarrollo Social, Informes varios

Asignación Universal Por Hijo (ANSES)
ANSES, Observatorio de la Seguridad Social, Informe AUH 2013 últino dato 
correspondiente a abril

Pensiones no Contributivas

Asistenciales Mo de Trabajo, Boletín de la Seguridad Social 2013 estimación propia

Leyes especiales Mo de Trabajo, Boletín de la Seguridad Social 2013 estimación propia

Graciables Mo de Trabajo, Boletín de la Seguridad Social 2013 estimación propia

Ex-combatientes de Malvinas Mo de Trabajo, Boletín de la Seguridad Social 2013 estimación propia

Sistema de Seguridad Social

SIPA (Régimen Público) Mo de Trabajo, Boletín de la Seguridad Social 2013 estimación propia

SIPA (ExRégimen de Capitalización) Mo de Trabajo, Boletín de la Seguridad Social 2013 estimación propia

Cajas Provinciales no transferidas Relevamiento propio en organismos provinciales

IAF Militares M. de Economía, Cuenta de Inversión hasta 2012, Presupuesto 2013

Caja Policía Federal M. de Economía, Cuenta de Inversión hasta 2012, Presupuesto 2013

Prefectura M. de Economía, Cuenta de Inversión hasta 2012, Presupuesto 2013

Gendarmeria M. de Economía, Cuenta de Inversión hasta 2012, Presupuesto 2013

Servicio Penitenciario M. de Economía, Cuenta de Inversión hasta 2012, Presupuesto 2013
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El artículo 14 bis de la constitu-
ción nacional consagra el derecho 
de todo argentino a una vivienda 
digna. Lamentablemente, aun nos 
encontramos muy lejos de cumplir 
con esta garantía constitucional. 
Más de un tercio de los hogares 
argentinos viven en una vivienda 
con algún tipo de carencia y uno 
de cada diez hogares, o alrededor 
de 4 millones de personas, viven en 
condiciones de extrema precarie-
dad habitacional. Si bien se observa 
una mejora de los indicadores en 
la última década, el avance es muy 
lento, y especialmente se aprecia 
un estancamiento en los partidos 
del Gran Buenos Aires, donde jus-
tamente se concentra el 38% de la 
totalidad de los hogares. 

Cuando se intenta medir la pobreza 
se puede optar por el método cuan-
titativo (familias con ingresos por 
debajo de una canasta básica) o por 
analizar los factores cualitativos. 
El método de Necesidades Básicas 
Insatisfechas (NBI) mide distintas 
cuestiones que limitan fuertemen-
te las posibilidades de subsistencia 
y la calidad de vida de las familias. 
En esta última línea, de acuerdo a la 
metodología que el INDEC utiliza, 
se analiza si los niños asisten a la es-
cuela, las posibilidades de obtener 
un ingreso acorde a las necesidades 
(cuatro o más personas que depen-
dan de un miembro ocupado con 
bajo nivel educativo) y cuestiones 
sobre la vivienda donde las familias 
habitan. 

En este último punto, el enfoque 
adoptado es bastante estrecho por-
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que toma solamente algunos pará-
metros que dejan fuera del estudio 
un universo mucho más amplio del 
problema habitacional. Por ejem-
plo, para medir la insuficiencia en 
la instalación sanitaria, limita el 
análisis a la tenencia o no de retre-
te por parte del hogar, dejando de 
lado cuestiones como si el baño se 
encuentra fuera o al interior de la 
vivienda, si lo comparten con otras 
familias, el tipo de desagüe del ino-
doro,  la disponibilidad de cocina 
y una condición tan vital como la 
disposición o no de agua y su pro-
cedencia. En este sentido, lo que se 
considera como NBI son carencias 
sumamente críticas tomando ape-
nas tres condiciones: un alto nivel 
de hacinamiento (más de tres per-
sonas por cuarto),  si el tipo de vi-
vienda es considerada precaria (ca-
silla, pieza de inquilinato, local no 
construido para habitación, etc.) 
y si tiene o no retrete. Dicho enfo-
que además de tomar parámetros 
muy bajos para las problemáticas 
que intenta medir,  deja fuera de la 
cuenta además de la multiplicidad 
de factores sanitarios mencionados 
anteriormente, cuestiones suma-
mente relevantes  como la calidad 
de los materiales de construcción 
de la vivienda y los problemas de 
tenencia precaria.

De esta forma, el indicador de NBI 
excluye del análisis una gran varie-
dad de problemáticas relacionadas 
a la vivienda que subestiman nota-
blemente el problema habitacional 
en la Argentina. Para no ser injustos 
con el organismo estadístico justifi-
cadamente tan cuestionado en los 

últimos años, vale destacar que el 
INDEC mismo publica datos sobre 
estas cuestiones habitacionales que 
surgen de los censos de población 
vivienda y hogares. Incluso de la 
encuesta permanente de hogares 
(EPH) también podemos obtener 
este tipo de datos y realizar un aná-
lisis histórico, ya que su publica-
ción es trimestral. Las estimaciones 
que se muestran a continuación se 
realizaron a partir del procesamien-
to de información suministrada 
por las bases de microdatos de la 
EPH. Se tomaron las distintas va-
riables y englobándolas como parte 
de distintas problemáticas se pudo 
dimensionar la relevancia y la evo-
lución de cada una de ellas.

Caracterización del problema 
habitacional en la actualidad 

Los resultados arrojan nítidamente 
que el mayor problema tiene que 
ver con la instalación y los servi-
cios sanitarios. Al cuarto trimestre 
del 2012 el 23,7% de los hogares 

habitan en una vivienda con algún 
déficit de este tipo. Los casos más 
reiterados son la falta de acceso a 
agua de red pública (9,8% de inci-
dencia), el desagüe del baño es sólo 
a pozo ciego (sin cámara séptica) o 
a hoyo en la tierra (7,6%) y la falta 
de cocina (5,6%). También aparecen 
problemas como la ubicación del 
baño fuera de la vivienda (4,2%) y 
un mínimo porcentaje de 0,5% que 
directamente no posee letrina.

El hacinamiento es un problema 
que se manifiesta en el 12,1% de 
los hogares. En este caso se midió 
tanto la cohabitación de hogares 
(dos o más familias viviendo en 
una misma vivienda) como el ha-
cinamiento por exceso de personas 
por cuarto. Para esto último se ele-
vó el piso con el que se considera 
hacinamiento, en comparación con 
el de NBI, a más de 2 personas por 
ambiente (nadie puede dudar que 5 
personas viviendo en dos ambien-
tes no tienen serias dificultades).

DÉFICIT HABITACIONAL CUALITATIVO

TIPO DE DEFICIT 4T 03 4T 12 Var.

INSTALACIÓN Y SERVICIOS SANITARIOS DEFICITARIOS 29,5 23,7 -5,8

HACINAMIENTO Y COHABITACIÓN 14,9 12,1 -2,8

TENENCIA Y TIPO DE VIVIENDA PRECARIA 11,6 11,4 -0,2

BAJA CALIDAD MATERIAL 9,2 6,1 -3,1

DÉFICIT HABITACIONAL GENERAL 40,3 36,4 -3,9

DÉFICIT HABITACIONAL CRÍTICO 9,9 9,4 -0,5

Fuente: Estimación propia en base a datos de EPH-INDEC
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La forma de la tenencia y el tipo de 
vivienda incide en una proporción 
similar, del 11,4%. Dentro de este 
grupo el mayor problema es el de la 
tenencia, que afecta al 10,5% de los 
hogares y donde principalmente 
se encuentran hogares que no son 
propietarios del terreno donde se 
halla su vivienda (4,4%) y ocupantes 
gratuitos (5,7%). Los hogares que 
habitan en pieza de inquilinato, en 

hotel/pensión o local no construi-
do para habitación alcanzan a solo 
el 1% del total. 

En último lugar, la baja calidad de 
los materiales de construcción afec-
ta al 6,1% de los hogares. Si bien su 
incidencia es relativamente menor, 
sus efectos son más significativos. 
Mala calidad del piso, del techo o 
las paredes dejan a las familias a 

DÉFICIT HABITACIONAL REGIONAL

Región Déficit General Déficit Crítico

Año 2003 2012 Var. 2003 2012 Var.

Gran Buenos Aires 42,6 41,0 -1,6 7,7 8,9 1,2

NOA 48,2 40,6 -7,6 19,8 12,9 -6,9

NEA 49,1 38,5 -10,6 19,8 14,3 -5,5

Pampeana 32,4 28,1 -4,3 9,1 7,6 -1,4

Cuyo 35,9 28,0 -7,8 15,1 12,5 -2,5

Patagónica 30,9 26,8 -4,1 12,3 12,1 -0,2

Total País 40,3 36,4 -3,9 9,9 9,4 -0,5

Fuente: Estimación propia en base a datos de EPH-INDEC
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poco más de 

un tercio de 

los hogares 

argentinos sufren 

al menos algún 

tipo de carencia 

habitacional.

merced de las condiciones climáti-
cas (lluvias, viento, frío, etc.). Para 
medir este tipo de déficit se incluyó 
a las viviendas con pisos de ladrillo 
suelto o tierra, techo exterior de 
cartón, caña o tabla y una combi-
nación de piso y techo de calidades 
media-bajas1. 

Si estimamos una medida del défi-
cit global notamos que poco más 
de un tercio de los hogares argen-
tinos sufren al menos algún tipo de 
carencia habitacional. Esto implica 
que alrededor de 15 millones de 
ciudadanos viven en dicha situa-
ción. En una medida enfocada en 
los niveles más críticos2, de alguna 
forma emparentada a los paráme-
tros utilizados en NBI, notamos 
que la incidencia se reduce al 9,4% 
de los hogares, lo cual continúa 
siendo un nivel muy elevado. Im-
plica que alrededor de 1.200.000 
hogares o 4 millones de personas 
viven en condiciones de extrema 
precariedad.

Evolución en la última década y 
comparación regional 

Entre 2003 y 2012 efectivamente se 
aprecia una mejora en casi todos los 
tipos de déficit. El sanitario, que es 
el de mayor incidencia, fue a su vez 
el que más se redujo, disminuyen-
do 5,8 puntos porcentuales. El de 
los materiales de construcción  se 
redujo en 3,1 pp., similar al haci-
namiento (-2,8 pp.). En cambio, es 
interesante notar que el problema 
de la tenencia precaria se mantuvo 
prácticamente sin cambios, lo que es 
síntoma de la dificultad que resulta 
acceder a la tierra. Esto además está 
vinculado con la proliferación de 
asentamientos, que se caracterizan 

	  

por la ilegalidad de la tenencia de la 
tierra. Las ocupaciones de tierra re-
presenta la forma más común 
de acceso al suelo para los 
sectores sociales más pos-
tergados.

En la medición glo-
bal, el déficit habita-
cional se redujo 3,9 
pp. en una década. 
Si bien es destacable 
la mejora, el avance 
es indudablemente 
lento. A este ritmo, 
debería pasar casi un 
siglo para eliminar el 
problema de la vivienda en 
Argentina. Por otro lado, el dé-
ficit crítico apenas se redujo de 10% 
a 9,5%. Como con casi todos los in-
dicadores sociales existe un núcleo 
estructural de la población que a 
pesar del crecimiento económico 
continúa al margen de los benefi-
cios de este.

En términos regionales, el mayor 
avance se verificó en el NEA y el 
NOA. Estas regiones tuvieron un 
descenso de 10,6 pp. y 7,6 pp., res-
pectivamente, en el déficit global 
y alrededor de 6pp. cada uno en el 
crítico. Por el contrario, la región 
Gran Buenos Aires fue la que me-
nos avanzó (-1,6 pp.). De esta for-
ma, el Gran Buenos Aires quedó en 
el déficit global en el último escalón 
y se ubica en una situación similar 
al NOA Y NEA, con una incidencia 
promedio de 40%. De hecho, la si-
tuación es aún más grave para los 
partidos del Gran Buenos Aires, 
ya que en la medición regional es 
compensada parcialmente por el 
hecho de que la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires es el tercer aglome-

rado mejor posicionado. En el otro 
extremo, las regiones Pampeana, 
Cuyo y Patagónica muestran inci-
dencias promedio del 28%. Esto im-
plica que hubo un proceso de em-
parejamiento regional que produjo 
una clara polarización, partiendo al 
país en dos. 

Con respecto al déficit crítico ocu-
rrió algo similar. La brecha entre 
la región de mayor incidencia y 
la de menor, se redujo a la mitad. 
Sin embargo, en este déficit más 
acuciante, el ordenamiento es algo 
distinto: la región pampeana y el 
Gran Buenos Aires continúan sien-
do las de menor incidencia (8,3% 
promedio), mientras que las res-
tantes tienen una incidencia más 
elevada (13% promedio). Lo que 
llama particularmente la atención 
es que en el Gran Buenos Aires la 
incidencia del déficit crítico au-
mentó (+1,2pp.). Lo que explica en 

Región Déficit General Déficit Crítico

Año 2003 2012 Var. 2003 2012 Var.

Gran Buenos Aires 42,6 41,0 -1,6 7,7 8,9 1,2

NOA 48,2 40,6 -7,6 19,8 12,9 -6,9

NEA 49,1 38,5 -10,6 19,8 14,3 -5,5

Pampeana 32,4 28,1 -4,3 9,1 7,6 -1,4

Cuyo 35,9 28,0 -7,8 15,1 12,5 -2,5

Patagónica 30,9 26,8 -4,1 12,3 12,1 -0,2

Total País 40,3 36,4 -3,9 9,9 9,4 -0,5

Fuente: Estimación propia en base a datos de EPH-INDEC
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gran medida este empeoramien-
to es la creación de nuevas villas y 
asentamientos. Según la ONG “Un 
Techo para mi País” durante la dé-
cada 2001-2011 crecieron los asen-
tamientos un 16,7 por ciento en 
dicha región. 

Lo que se desprende de este análi-
sis es que las regiones que peor se 
encontraban hace diez años fueron 
las que más progresaron y lo opues-
to ocurrió con las mejor posiciona-
das. En el déficit crítico los únicos 
avances significativos se observa-
ron en las regiones más posterga-
das, lo cual nuevamente evidencia 
la existencia del núcleo estructural 
de pobreza, que sobrepasa las cues-
tiones geográficas. 

La clave está en el Estado

Para paliar este enorme problema 
estructural e histórico del país, la 
política estatal es fundamental e 
imprescindible. En primer lugar, 
porque el sector privado de la cons-
trucción está orientado a sectores 
de ingresos medio-altos, por lo cual 
la oferta de viviendas “sociales” 
queda inevitablemente relegada al 
sector público. En este sentido, el 
gobierno debería además realizar 
un intento por regular el precio del 
suelo, que debido justamente a esta 
dinámica de la oferta y demanda 
inmobiliaria privada, alcanza nive-
les que son largamente inalcanza-
bles para los sectores que aún no 
pueden acceder a la propiedad.

Por otro lado, al alto nivel de vi-
viendas irrecuperables, de alrede-
dor de 1.226.000, deben sumarse 
los nuevos hogares que requieren 

1. Se aplica la combinación de piso de ce-
mento o ladrillo fijo y techo de chapa de 
metal sin cielorraso o techo de chapa de 
fibrocemento o plástico, de acuerdo a la 
metodología utilizada por el estudio de 
la Cámara Argentina de la Construcción 
“El déficit habitacional en la Argentina, 
estimación para el año 2009”, Lic. Ricar-
do Lazzari. 

2. Se considera sólo los peores materiales 
de piso y techo, si tiene o no letrina y coci-
na y un nivel de hacinamiento de más de 
tres personas por cuarto.

de una nueva vivienda año a año. 
Según los datos de la Subsecretaría 
de Desarrollo Urbano y Vivienda, 
dependiente del Ministerio de Pla-
nificación, se finalizaron 751.153 
soluciones habitacionales entre 
2003 y 2013, entre las cuales las co-
rrespondientes a viviendas nuevas 
totalizarían entre 40.000 y 50.000 
por año. Estas cifras reflejan que la 
política estatal todavía está lejos de 
tener la dimensión adecuada. 

En la década del noventa el Fondo 
Nacional de la Vivienda (FONA-
VI), se descentralizó y los fondos 
comenzaron a transferirse auto-
máticamente a las provincias. Con 
la crisis de 2001 las inversiones en 
vivienda se redujeron sustancial-
mente y con la posterior creación 
del Programa Federal de Construc-
ción de Viviendas, el FONAVI fue 
perdiendo cada vez más peso en la 
política habitacional, debido a que 
además se concedieron autoriza-
ciones a las provincias para utilizar 
los fondos para otro tipo de gastos. 
De esta forma, en la actualidad, la 
política habitacional está centrali-
zada en el Ministerio de Planifica-
ción Federal, Inversión Pública y 
Servicios. 

En los últimos años se adicionó el 
plan PROCREAR, que otorga cré-
ditos para refacción, ampliación o 
construcción y compras de nuevas 
viviendas, y sorteó 151.440 créditos 
en sus primeros 12 meses de exis-
tencia. En el último sorteo del 22 
de octubre resultaron favorecidas 
158.176 familias adicionales, du-
plicando los beneficiarios totales 
del plan. Quizás esto evidencia que 
el gobierno está tomando nota de 
la magnitud del déficit.

Según un estudio del IERAL, entre 
2004 y 2009 el gasto estatal en vi-
vienda promedió el 0,61% del PBI. 
En línea con la Ley de Financia-
miento Educativo que establece un 
piso del 6% del PBI para el gasto en 
educación, sería conveniente adop-
tar y convertir en ley una postura 
similar para el gasto en vivienda. 
De esta forma se podrán extender 
las diversas políticas que deben lle-
varse a cabo, desde la construcción 
de nuevas viviendas y la regulariza-
ción del dominio de la tierra, hasta 
la provisión de servicios sanitarios 
como el agua de red, la conexión 
cloacal o la eléctrica. El país nece-
sita de una “década de la vivienda” 
para otorgar el salto en la calidad 
de vida que los sectores más pos-
tergados requieren y cumplir así 
con el mandato constitucional de 
vivienda digna.
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Estados Unidos:
La falta de 

planificación de largo 
plazo, conteniendo 
la recomposición de 

la economía

por Carolina Monti

En Estados Unidos, la dinámica de 
los últimos años entre la política 
económica y las necesidades pro-
pias de una economía emergiendo 
de una crisis ha sido particular. Al 
mismo tiempo, se ha desacoplado, 
en parte, de la visión más largopla-
cista que caracterizó históricamen-
te a la mayor proporción de los ha-
cedores de política. Lógicamente, 
y en respuesta a la crisis subprime, 
se realizó un sinnúmero de medi-
das expansivas con el objetivo de 
recomponer la economía. Más allá 
de recuperarse de los meses de rece-
sión, esto implicó sanear el merca-
do laboral y estabilizar el mercado 
financiero. Desde entonces, la ma-
yor economía del mundo ha bus-
cado recuperar sus fundamentos 
económicos de largo plazo, por lo 
que se relegó a un segundo plano 
el control sobre el financiamiento 
gubernamental, traduciéndose en 
un incremento de los números ya  
deficitarios que evidenciaba. 

Los saldos negativos de un ejercicio 
fiscal o el creciente endeudamien-
to gubernamental tras la crisis no 
explican per se una problemática; 
el alerta está en que esta dinámica 
se perpetúe. Eso es lo que se obser-
va en Estados Unidos, la economía 
más grande del mundo cuya deuda, 
neta de las tenencias del sector pú-
blico, equivale a más del 70% de su 
PBI. 

La recuperación de la actividad eco-
nómica que ha desarrollado ha sido 
firme pero lenta. Pese a ello, en los 
últimos años, los desafíos económi-
cos se han tornado más acuciantes 
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Las cuentas públicas 
se han ido agotando 

fuertemente tanto por el 
creciente déficit fiscal 

como por el considerable 
aumento en el 

endeudamiento público

y aquellas medidas favorecidas por 
el momento propio de alimentar a 
una economía post crisis piden una 
revisión. El problema adicional fue 
que este análisis estuvo dificultado 
por reiteradas trabas políticas, las 
cuales agotaron el tiempo de ma-
niobra. El hecho que Estados Uni-
dos ha podido recuperar el sendero 
de crecimiento es una realidad (en 
2012 creció 2,8% y este año lo haría 
en torno a 1,6%), pero sus indica-
dores aún se encuentran muy lejos 
de la realidad de comienzos de si-
glo. El riesgo reside en que la anu-
lación de políticas con visión más 
largoplacista erosione las bases de 
esta recuperación y ralentice este 
crecimiento. Entre otros ejemplos, 
cabe mencionar los recortes au-
tomáticos del gasto federal que se 
dispararon como consecuencia del 
“sequester”1 en marzo de este año. 
La imposibilidad de alcanzar una 
reducción del déficit fiscal en el lar-
go plazo hizo que, como se estipuló 
en el Bugdet Control Act2 de 2011, 
se redujera el gasto gubernamental 
en determinados programas.

Con respecto a la recuperación del 
mercado laboral, cabe mencionar 
que la menor tasa de desempleo y 
la creación de puestos de trabajo 
no agrícolas (7,2% y +148.000 en 
septiembre respectivamente) es-
conden ciertas falencias en la cali-
dad del empleo. Estos datos dejan 
afuera la composición interna del 
empleo, así como también el aná-
lisis de quienes dejaron de buscar 
trabajo y, por consiguiente, no son 
considerados desempleados. En 
primer lugar, es conveniente des-

tacar que la flexibilidad en las 
leyes laborales hizo que en 
EE.UU. la duración del 
desempleo fuera muy 
corta. El promedio 
histórico se ubica en 
8,4 semanas, y tras 
superar las 20 se-
manas en el 2010, a 
septiembre de 2013 
se ubica en 16,3 (casi 
duplicando la media 
histórica). Al mismo 
tiempo, un gran núme-
ro de personas empleadas 
lo hacen de forma part time 
por cuestiones económicas. 
Hasta la crisis subprime, el prome-
dio histórico fue de 1.537 mil per-
sonas bajo esta modalidad de con-
tratación. Actualmente se ubica en 
2.557 mil personas y evidencia una 
leve tendencia al alza.  Por otra par-
te, debe considerarse la población 
que, luego de buscar activamente 
empleo, se desmotivó y abandonó 
la búsqueda. Estas personas no 
son consideradas desempleadas 
pues no buscan activamente em-
pleo, mas sí se encuentran de cierto 
modo forzados al no empleo.

No obstante, el problema más crí-
tico para la mayor economía del 
mundo reside en el financiamiento 
del gobierno. Las cuentas públicas 
se han ido agotando fuertemente 
tanto por el creciente déficit fiscal 
como por el considerable aumento 
en el endeudamiento público. Así, 
el gobierno norteamericano se en-
cuentra actualmente en una diná-
mica de fuerte presión por cuentas 
constantemente en rojo.

Por el lado de las cuentas naciona-
les, cabe destacar que la constante 
búsqueda para reducir el déficit 
fiscal norteamericano ha tenido 
ciertas mejoras. Entre 2010 y 2011, 
el déficit fiscal promedió el 9,55% 
del PBI de EE.UU. Los sucesivos 
planes de lograr una reducción de 
largo plazo del rojo en las cuentas 
públicas ha tenido cierto éxito; en 
2012, resultó 8,7% del PBI y para el 
corriente año se espera que resulte 
en torno a 7% del PBI. Consideran-
do el saneamiento que esto impli-
ca, debe tenerse presente que este 
año la merma estuvo mayormente 
vinculada a medidas discrecionales 
que se dispararon, como el seques-
ter que se mencionó anteriormente. 

Pese a ello, Estados Unidos ha 
hecho del creciente déficit fiscal 
una costumbre. Desde 2001, apre-
miados por la ralentización del 
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crecimiento del PBI, el entonces 
Presidente George W. Bush buscó 
alimentar la actividad económica 
mediante la introducción de polí-
ticas de reducción de impuestos. 
Eventualmente, el resultado fiscal 
norteamericano fue retomando su 
sendero deficitario. Lógicamente, 
la crisis subprime dio lugar a un in-
cremento del mismo en vista de la 
contracción de la recaudación del 
gobierno. 

Así, si bien la dinámica de reduc-
ción actual es real, se rige fuera de 
un programa integral de largo pla-
zo efectivo. No obstante, debe men-
cionarse que, mediante la misma 
Ley que dio finalización al cierre 
parcial del gobierno y suspendió 
temporalmente el límite de endeu-
damiento, se conformó un comité 
bipartidista que tendrá que traba-
jar sobre esta cuestión. 

La caída del ratio déficit fiscal en 
relación al PBI no es algo menor. 
Sin embargo, esto se dio con un 
incremento de la deuda soberana. 
Estados Unidos cuenta con un te-
cho de deuda, el cual opera como 
un límite más bien vinculado a 
una revisión del endeudamiento 
del Tesoro. Esto se desprende de 
que, para ser incrementado, debe 
ser votado en ambas Cámaras. No 
obstante, cuando uno observa los 
sucesivos ajustes de los últimos 
años, resulta evidente que el límite 
en sí ha perdido en parte su efecto 
de control. En la última década, el 
límite de endeudamiento se ajustó 
(ya sea vía incremento o suspensión 
temporal) 14 veces, mientras que 
desde su instauración en 1917 has-
ta 1997 lo hizo en 69 veces. Parte 
de esto se vincula al cortoplacismo 
con el que se opera hoy en día (tan-
to en el presupuesto fiscal como en 
el techo de deuda). Este techo se ha 

ido incrementando cada vez con 
mayor frecuencia, en respuesta al 
creciente endeudamiento público. 
Justamente este límite, una manio-
bra política que buscaba contener 
el constante ajuste de la deuda nor-
teamericana, es una herramienta en 
desuso. 

Inmersos en esta dinámica, el lí-
mite de endeudamiento se ha con-
vertido, al menos desde 2011, en el 
instrumento de negociación por ex-
celencia. Apremiados por la cerca-
nía temporal, los políticos usaban 
el debt ceiling (por su nombre en 
inglés) como una herramienta. En 
2011, esto significó una rebaja en 
la calificación de deuda de EE.UU. 
Luego, en las sucesivas negocia-
ciones, el acuerdo se alcanzó sobre 
último momento (concretándose 
horas antes de que EE.UU. entrase 
en default), dejando en vela a los 
mercados mundiales. 

Lo que ocurrió en las pasadas sema-
nas resultó, al menos para los mer-
cados, un tanto predecible; even-
tualmente, el partido republicano 
cedió y se acordó nuevamente una 
suspensión temporal del techo de 
endeudamiento. Lógicamente, no 
hay ganadores entre los políticos 
norteamericanos en el caso de que 
el país defaultee sobre su deuda, 
por lo que una posición tan extre-
ma perdió gran parte de su credibi-
lidad. 

Al mismo tiempo, el mayor nivel de 
endeudamiento neto no es sólo no-
minal, también ha crecido en rela-
ción al PBI de manera exponencial. 
En el 2007, la deuda pública neta se 
ubicó en el 35% del PBI; para 2012 
ya se había duplicado (70% del PBI) 

EE.UU.: Resultado Fiscal
Como % del PBI
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y este año se espera que resulte 73% 
del PBI. Cabe mencionar que his-
tóricamente, los fuertes saltos en 
el nivel de endeudamiento estuvie-
ron asociados a fenómenos parti-
culares, como guerras mundiales 
y fuertes crisis. No obstante, en la 
actualidad se proyecta una crecien-
te deuda soberana futura que no se 
basa en estos factores. Esto pone 
de manifiesto esta noción de per-
petuación de una deuda soberana 
insostenible. 

En relación al problema fiscal y de 
deuda soberana, el modus operan-
di en el que se encuentra inmerso 
EE.UU. no contribuye a solventar 
los déficits: la economía es trabada 
sistemáticamente por las infruc-
tuosas negociaciones políticas. Así, 
desde ambos colores se observa una 
constante puja por intereses parti-
culares, valiéndose nada menos 
que del límite de endeudamiento 
público o el presupuesto para el 
año fiscal inminente como conce-
siones para negociar. El reciente 
shutdown3 que se finalizó a la ma-
drugada del 17 de octubre no fue 
más que eso.

El problema reside en que, sumer-
gidos en la mencionada dinámica, 
las exhaustas y prolongadas dis-
cusiones políticas se traducen en 
resultados breves y pasajeros y, en 
general, de corto plazo. Esto agota 
numerosas instancias de resolver 
cuestiones de trasfondo y compli-
ca mucho poder hacer una plani-
ficación estructural que alivie en el 
largo plazo las cuentas domésticas. 
Alcanzada una medida transitoria, 
se entra nuevamente en la cuenta 
regresiva para agotarla. 

Así, nuevamente los norteameri-
canos se someten a medidas tran-
sitorias que permitan salvar los 
compromisos inminentes, fuerte-
mente condicionados por las ne-
gociaciones bipartidistas. La ley del 
17 de octubre permite financiar el 
gobierno hasta enero y suspende 
el techo de endeudamiento hasta 
febrero. Se observa cada vez más 
un abismo para conseguir un plan 
estructural de saneamiento de las 
cuentas públicas, mientras que la 
modalidad cortoplacista parece 
mantenerse vigente. Difícilmente 
este sea el camino para replantear 
una reducción del endeudamiento 
en relación al PBI de largo plazo, el 
cual ofusca la búsqueda del menor 
déficit fiscal de este año y los próxi-
mos por venir.

1. Harmful automatic budget cuts, 
http://www.whitehouse.gov/issues/
sequester

1. Según esta ley, cuando el comité del 
Congreso no puede acordar sobre una 
legislación que reduzca el déficit fiscal, 
se disparan automáticamente recortes 
sobre determinados programas.

3.  Shutdown o cierre del gobierno: 
nombre del proceso en que debe en-
trar el Poder Ejecutivo en EE.UU., 
cuando el Congreso crea una “brecha 
de financiamiento” al no aprobar la 
legislación que establece los recursos 
necesarios para operaciones del go-
bierno y agencias gubernamentales. 
Así lo establecen la Constitución y la 
Ley Anti-Deficit.

EE.UU.: DEUDA PÚBLICA NETA EN TENENCIA DEL PÚBLICO
Como % del PBI
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